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ARTÍCULO DOCTRINAL

Sobre la directiva de igualdad salarial y 
transparencia retributiva: su impacto en el 
ordenamiento español
Yolanda Valdeolivas García | Of Counsel

1.	 Marco normativo vigente: el artículo 28 ET y el Real Decreto 902/2020

El principio de igualdad retributiva por trabajo de igual valor lleva décadas incor-
porado a nuestro ordenamiento laboral, aun cuando ha tenido una significativa 
intensificación en los últimos años, afectando a la propia redacción del artículo 
28 ET fruto del RDL 6/2019, que incorporó algunas de las técnicas más innovado-
ras en la lucha contra la brecha salarial de género. Fruto de esa nueva redacción 
y con la sucesiva y complementaria regulación de los planes de igualdad por RD 
901/2020, se suma al conjunto normativo sobre esta materia el desarrollo regla-
mentario contenido en el RD 902/2020, que completa idéntico objetivo de igual-
dad entre mujeres y hombres con una ordenación antidiscriminatoria específica 
en lo tocante al salario, con correlativos deberes de información y transparencia, 
según contiene.

El artículo 28 ET, rotulado precisamente “Igualdad de remuneración por razón de 
sexo”, obliga a la igualdad de retribución entre mujeres y hombres por trabajo de 
igual valor, debiendo el empresario pagar la misma retribución, salarial y extra-
salarial, por un mismo trabajo o por un trabajo de igual valor, entendiéndose por 
tal aquel en el que la naturaleza de las funciones, las condiciones educativas o de 
formación exigidas, los factores de desempeño y las condiciones laborales sean 
equivalentes. Se añade como novedad la llevanza de un registro retributivo por 
parte de todas las empresas, cualquiera que sea su tamaño, con los valores me-
dios de los salarios, complementos y percepciones extrasalariales, desagregados 
por sexo y distribuidos por grupos o categorías profesionales, con acceso de los 
trabajadores a través de la representación legal (en adelante, “RLT”). Finalmente, 
solo en empresas con 50 o más trabajadores, se prevé para cuando el promedio 
de las retribuciones de un sexo supere el 25% sobre el conjunto de la masa sala-
rial, la obligación de la empresa de incorporar al registro una justificación de que 
esa diferencia obedece a causas ajenas al sexo de las personas trabajadoras.

Por su parte, el RD 902/2020 de desarrollo de estos mandatos legales, introduce 
tres relevantes instrumentos de transparencia retributiva: (i) el registro retribu-
tivo, ampliado y detallado; (ii) la auditoría retributiva, exigida a las empresas 
obligadas a elaborar plan de igualdad (50 o más trabajadores); y (iii) el sistema 
de valoración de puestos de trabajo. Además, habilitó el uso de la herramienta de 
Igualdad Retributiva dispuesta por el MITES para facilitar el cumplimiento de las 
obligaciones de igualdad salarial.

España dispone, pues, de un marco normativo relativamente avanzado en el 
contexto europeo, lo que tampoco significa que la Directiva 2023/970, cuyo plazo 
de transposición se superó el pasado 7 de junio, no contenga previsiones que 
elevan el listón interno en varios aspectos, algunos de ellos ciertamente claves 
e incluso susceptibles de tener efectos interpretativos aun sin transposición, 
llevando a los órganos judiciales nacionales a una lectura de nuestro derecho in-
terno a la luz de los mandatos de la Directiva o al planteamiento de una cuestión 
prejudicial ante el TJUE. Hay que observar que, en una creciente tendencia de las 
Directivas a autoprotegerse frente a incumplimientos de los deberes estatales de 
transposición o frente a su insuficiente o incorrecta transposición, aquellas han 
ido incorporando mandatos cada vez más precisos y autoejecutables, por lo que 
no es descartable que los órganos judiciales apliquen las técnicas de eficacia di-
recta de la Directiva. Creo que tal es el caso de la norma europea que se comenta, 
muchos de cuyos mandatos son autosuficientes y cuya transposición parece más 
un trámite formal, aunque preceptivo, que una ocasión para regular permitiendo 
a los Estados márgenes apreciables de adaptación o discrecionalidad en la elec-
ción de las medidas exigibles.

Artículo  
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2.	 La Directiva 2023/970: objetivos y principales novedades

La Directiva tiene por objeto reforzar la aplicación del principio de igualdad de 
retribución entre hombres y mujeres mediante tres ejes: (i) requisitos mínimos de 
transparencia retributiva; (ii) mejora de la identificación de la brecha salarial de 
género; y (iii) refuerzo de la tutela y reparación ante la existencia de discrimina-
ción retributiva.

Pues bien, de un análisis atento de la norma europea, cabe desprender que 
España no puede tener aquella por plenamente transpuesta en un plazo inminen-
te, dado que la misma requeriría al menos la modificación del ET y, posiblemente, 
también de la LISOS, la Ley de Empleo y la LRJS, cuya reforma para ajustarse a los 
mandatos europeos exigiría ley formal, de difícil aprobación en el actual juego 
de mayorías parlamentarias y desde luego de tramitación más lenta. De ahí que 
se haya optado desde el Gobierno por una transposición parcial y de urgencia 
a través de la modificación reglamentaria del RD 902/2020, dejando para una 
ulterior norma de rango legal los aspectos que requieren tal fuente de regulación. 
Al respecto es sabido, de una parte, que la consulta pública, previa y preceptiva 
del RD, no contenía su articulado, sino solo la explicación de sus antecedentes, 
necesidad y oportunidad, objetivos y posibles soluciones, de modo que este trá-
mite, primera fase de la elaboración normativa, se cerró sin un conocimiento de 
sus previsiones. De otra parte, que el texto de RD de reforma está casi culminado 
en su elaboración jurídica y consulta con los agentes sociales, habiendo pasado 
por la Mesa de Diálogo Social y estando prevista su rápida parece aprobación en 
Consejo de Ministros; lo breve del tiempo transcurrido entre uno y otro momento 
demuestra que el texto estaba realmente muy avanzado en ese primer trámite, 
hasta hacerlo una mera formalidad sin contenido real e ineficaz en sus propósitos 
de recabar información relevante para su posterior redacción.

Con todo, al margen del contenido de esa transposición parcial, de la que habrá 
que dar cuenta cuando el RD esté aprobado, sí cabe reconocer ya las principales 
novedades que introduce la Directiva frente al marco español vigente, a los fines 
de anticipar el alcance de esa normativa reglamentaria de casi segura inmediata 
culminación y de la futura ley que complete el proceso completo de recepción 
interna. Al respecto, las principales novedades pueden identificarse brevemente 
en las siguientes:

•	 Transparencia previa al empleo: obligación de publicar la banda o nivel sa-
larial del puesto en la oferta de empleo o antes de la entrevista y prohibición 
de preguntar sobre el historial retributivo del candidato.

•	 Derecho de información individual del trabajador: reconocimiento de un 
derecho directo, no intermediado necesariamente por la RLT, a obtener por 
escrito información sobre el nivel retributivo propio y los niveles medios por 
sexo de quienes realizan el mismo trabajo o uno de igual valor.

•	 Informe periódico de brecha retributiva de género con indicadores detalla-
dos (media, mediana, complementos, cuartiles), obligatorio para empresas 
de 100 o más trabajadores, con periodicidad y plazos escalonados según 
tamaño.

•	 Reducción del umbral de brecha, desde el 25% actual al 5%, que, junto a 
justificación, a evaluación retributiva conjunta con la RLT. 

•	 Régimen de indemnización íntegra del daño, con mención expresa de que lo 
es sin límite máximo predeterminado y ampliación del plazo de prescripción 
de las acciones a un mínimo de tres años.

•	 Inversión automática de la carga de la prueba al empleador, considerando 
el incumplimiento de las obligaciones de transparencia suficiente indicio de 
discriminación.

3.	 Transparencia previa al empleo y nuevas obligaciones en la selección de 
personal

El artículo 5 de la Directiva introduce obligaciones que carecen de precedente 
expreso en el ordenamiento español. Ente ellas se encuentra la publicación de 
la banda o nivel salarial del puesto ofertado, de modo que todo candidato a un 
puesto tiene derecho a conocer, antes de la entrevista de selección o en el propio 
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anuncio de la vacante, la retribución inicial o la banda retributiva aplicable a la 
misma, basada en criterios objetivos y neutros respecto al género. En este mismo 
contexto, se reconoce la prohibición de preguntar sobre el historial retributivo, 
no pudiéndose interrogar al candidato sobre sus salarios anteriores ni utilizarlos 
como base para la oferta, lo que persigue revertir la perpetuación de la brecha 
salarial de empresa en empresa. Además, se impone la neutralidad de género 
en las denominaciones de los puestos, debiendo ser neutros los anuncios y 
nomenclatura de las vacantes; práctica ya extendida en los planes de igualdad de 
muchas empresas, pero que ahora cobra la cualidad de obligación legal.

Las anteriores son obligaciones que imponen previsiblemente la modificación del 
ET (arts. 4.2.c) o 16, por ejemplo) y de la Ley de Empleo, sin posible introducción 
normativa por vía reglamentaria, al carecer de cobertura legal expresa. De modo 
que, aun no siendo previsible una pronta recepción de estos deberes ni exigibles 
entre tanto a las empresas, se recomienda adaptar cuanto antes los formatos de 
oferta de empleo para incluir la banda o nivel salarial del puesto, revisar los pro-
tocolos o contenidos de las entrevistas para excluir preguntas sobre el historial 
retributivo anterior y adoptar denominaciones de puesto neutras en cuanto al 
género.

4.	 Transparencia retributiva durante la relación laboral

Un primer contenido a destacar dentro de los deberes de transparencia vigente la 
relación de trabajo afecta a la información a facilitar al trabajador que la solicite. 
La anticipada previsión del artículo 28.2 ET, relativa al derecho de las personas 
trabajadoras a acceder al registro retributivo a través de la RLT, se cualifica en 
los artículos 7 y 8 de la Directiva y transforma su naturaleza, hasta consagrar un 
derecho directo e individual del trabajador a pedir y recibir, además por escrito, 
información sobre su nivel retributivo individual y sobre los niveles retributivos 
medios, desglosados por sexo, de las personas que realicen el mismo o un traba-
jo de igual valor.

Novedad con un régimen jurídico más concreto y diverso al aplicable hasta ahora 
entre nosotros, que afecta a la solicitud misma del trabajador, que puede hacerse 
por vía directa, a través de la RLT o por medio del organismo de fomento de la 
igualdad competente, previéndose la fijación de un plazo de dos meses para con-
testar por parte de la empresa, en formato accesible para personas con discapa-
cidad. En todo caso, cuando esa información pueda implicar, directa o indirec-
tamente, la identificación de la retribución de una persona trabajadora concreta 
distinta de la solicitante, la empresa solo facilitará esa información a la RLT, adop-
tando las medidas necesarias para que los datos personales no se utilicen con 
fines distintos a garantizar la igualdad retributiva. Si la información recibida es 
inexacta o incompleta, el trabajador tiene derecho a solicitar aclaraciones adicio-
nales, que la empresa deberá motivar. Asimismo, esta ha de informar anualmen-
te a toda su plantilla de la existencia de este derecho y del procedimiento para 
ejercerlo. Finalmente, se declaran nulas las cláusulas contractuales que impidan 
a los trabajadores revelar su retribución o compartir información salarial.

Al respecto, cabe señalar que es más dudosa la necesidad de norma de rango le-
gal para transponer este contenido, de modo que la articulación de este derecho 
de información podría encajar en un RD de reforma del actualmente vigente, aun 
cuando el acceso directo individual sin intermediación de la RLT puede confrontar 
con la literalidad del artículo 28.2 ET, que solo menciona el acceso “a través de la 
representación legal”.

Un segundo contenido de la transparencia que se persigue en materia salarial se 
contempla en el artículo 9 de la Directiva, que establece la obligación de que las 
empresas de 100 o más trabajadores elaboren y remitan periódicamente a un or-
ganismo oficial información sobre la brecha retributiva de género. Esta obligación 
de reporte oficial supone una novedad estructural respecto al modelo español 
vigente, en el que el registro retributivo ni se publica ni se remite a ningún orga-
nismo público y donde solo se aporta la auditoría retributiva en el proceso de re-
gistro del Plan de Igualdad o, en caso de haber requerimiento al efecto, a la ITSS.

Se trata de una obligación de remisión de información pública y periódica por 
parte de las empresas obligadas que, en general, incluye indicadores ya con-
templados en nuestro sistema interno respecto del contenido de la auditoría 
retributiva: brecha retributiva de género (media), brecha retributiva de género 
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en componentes variables/complementarios (con desglose de complementos y 
variable más específico que el contemplado en nuestra regulación), brecha retri-
butiva de género mediana (novedad entre nosotros), brecha retributiva mediana 
en componentes variables/complementarios (también novedad), proporción 
de trabajadores/as que reciben componentes complementarios o variables en 
cada cuartil de la banda retributiva (también novedoso o más concreto) y, en fin, 
brecha retributiva por categorías, desglosada por salario base y complementos 
(mayor detalle que el desglose actual).

En principio, debe advertirse que no se alteraría sustancialmente el contenido 
material de los indicadores ya exigibles en nuestro sistema, suponiendo en lo 
esencial un mero cambio de presentación más detallada de los datos que no 
habría de resultar especialmente onerosa para las empresas. Además, es desta-
cable que estos indicadores y su correlativo reporte público solo afecta según la 
Directiva a empresas a partir de 100 trabajadores, con distintos plazos iniciales y 
periódicos1, en tanto que nuestro sistema ya obliga a realizar una auditoría retri-
butiva equiparable a esta regulación europea a las de 50 en adelante, obligadas 
por el Plan de Igualdad. De modo que, en relación con los umbrales, España se 
sitúa ahora por encima de las exigencias europeas, lo que permite intuir que la 
posibilidad que prevé la Directiva para los Estados miembros de excluir de este 
sistema de reporte externo a las empresas de menos de 100 trabajadores no se 
actualizará en nuestro país.

La información deberá remitirse al organismo que cada Estado miembro desig-
ne para el seguimiento, previéndose expresamente que las empresas puedan 
publicar la información en sus páginas web, en una posibilidad de transparencia 
no solo externa sino interna que incrementa la publicidad propia de los deberes 
de reporte oficial.

En España todavía no se ha designado expresamente dicho organismo ni el 
procedimiento al efecto, de modo que el cumplimiento de esta obligación empre-
sarial deberá esperar a la futura ley de transposición. Sin embargo, la eventual 
adecuación del nuevo desglose de los datos y diagnósticos propios de las audito-
rías retributivas y las medidas correctoras sí es con toda probabilidad contenido 
a contemplar en la reforma del RD 902/2020, acompañado de una probable 
actualización de la Guía técnica para la realización de auditorías retributivas con 
perspectiva de género.

También pendiente de transposición por norma con rango de ley es la relativa a 
una de las cuestiones más impactantes de la Directiva, la reducción del umbral 
de brecha salarial que obliga a actuación reforzada, que el artículo 10 prevé redu-
ciendo nuestro actual 25% al futuro 5%. Ello obliga a la empresa a que cuando la 
información sobre la brecha refleje, en cualquier categoría de trabajadores, una 
diferencia retributiva media igual o superior a dicho porcentaje que no pueda 
justificarse objetivamente corrija esa diferencia injustificada en el plazo de seis 
meses desde la presentación del informe. Si se advierte, como sucede ahora, 
no se trata de que no puedan existir esas brechas salariales, sino evitar que las 
mismas carezcan de justificación suficiente y completamente ajena a sesgos por 
razón de sexo.

Por lo demás, a la citada reducción porcentual de la brecha se suma, en el caso 
de la norma europea, una nueva obligación de realizar una evaluación retributiva 
conjunta en colaboración estrecha con la representación legal de los trabajado-
res. Esta evaluación deberá incluir el análisis de la distribución por sexos en cada 
categoría, los niveles retributivos medios y sus componentes, las razones de las 
diferencias y las medidas correctoras, con un seguimiento de su eficacia, comuni-
cación al organismo oficial designado y puesta a disposición de los trabajadores. 
El contraste con la norma española vigente es notable y exige norma legal, por lo 
que tampoco parece cercana la exigencia de esta obligación empresarial.

5.	 Tutela reforzada frente a los incumplimientos

En materia de cumplimiento y tutela judicial, el ordenamiento español ya dispone 
de instrumentos relevantes que, en buena parte, anticipan las exigencias de la 

1   En empresas de 150 o más trabajadores, la directiva impone un primer informe el 7 de junio de 
2027, con periodicidad trienal que pasa a ser anual para las que ocupan a más de 250. Entre 100 y 149 
trabajadores, el primer informe se presentaría el 7 de junio de 2031, con periodicidad trienal, quedando 
exentas de la norma europea las empresas de hasta 100 trabajadores.
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Directiva, sin perjuicio de algún matiz. En cuanto a la vía judicial, parece claro 
que el proceso de tutela de derechos fundamentales (arts. 177 y ss. LRJS) es 
cauce adecuado y ajustado a las garantías de protección reforzada que pretende 
la Directiva, incluida la carga de la prueba previa acreditación de indicios por el 
demandante. Pero recuérdese que la norma europea entiende indicio suficiente 
para provocar esa inversión probatoria el incumplimiento empresarial de sus 
obligaciones de transparencia, lo que exigiría una reforma legal para su cabal 
recepción en nuestro sistema.

En este sentido, resulta también de interés, a efectos de la prueba de discrimina-
ción retributiva, la referencia de la Directiva a que la comparación entre traba-
jadores pueda no limitarse a trabajadores del mismo empleador cuando existe 
“una fuente única” que determina las condiciones de retribución. Esto podría 
implicar en el marco comparativo al convenio colectivo sectorial, con consecuen-
cias de alcance que la futura ley de transposición deberá aclarar.

Igual ajuste inicial cabe extender a la indemnización de daños y perjuicios que el 
artículo 183 LRJS ya garantiza, aun cuando la Directiva exige expresamente que 
la indemnización sea “real y efectiva, disuasoria y proporcional” y que cubra los 
atrasos salariales, la pérdida de oportunidades, los daños morales y cualquier 
perjuicio adicional, añadiendo, a su vez, sin límite máximo predeterminado. 
Este último elemento tensiona con la práctica judicial española de tomar como 
referencia el importe de las sanciones de la LISOS como baremo para la fijación 
de las cuantías indemnizatorias, lo que pudiera ser tomado en cuenta en una 
eventual reforma de nuestra normativa procesal y, aún más, reabrir el debate del 
componente disuasorio que sigue coleando sobre las indemnizaciones por despi-
do improcedente, al hilo de la Carta Social Europea que, resuelto por el Tribunal 
Supremo, sigue estando, como mínimo, en la agenda sindical. 

Mas problemático es lo relativo al plazo de prescripción de la acción, que la 
Directiva sitúa en un mínimo de tres años, que no comenzará a correr antes de que 
el reclamante tenga conocimiento de la infracción. Lo cierto es que el plazo general 
para reclamaciones de cantidad en España es de un año (art. 59.1 ET), aunque el 
plazo específico de las acciones de tutela de derechos fundamentales es más dis-
cutido. En todo caso, esta discordancia requerirá modificación de rango legal.

Por su parte, en lo que toca al régimen sancionador, la Directiva obliga a es-
tablecer sanciones “efectivas, proporcionadas y disuasorias” en concepto de 
responsabilidad administrativa, lo que podría llevar a revisar nuestra LISOS. 
Aunque esta última incluye infracciones calificadas como muy graves en materia 
de igualdad retributiva, es posible una tipificación de conductas infractoras más 
específicas y adaptadas a las nuevas obligaciones, incluida una nueva gradua-
ción y sanción.

6.	 Conclusiones

La Directiva 2023/970 representa el cambio más significativo en materia de trans-
parencia retributiva desde la aprobación del RDL 6/2019 y RD 902/2020. España 
parte de una base regulatoria sólida, lo que facilita la aplicación de muchos de 
sus mandatos al ordenamiento español sin demasiados problemas. No obstan-
te, también son imprescindibles algunos ajustes, de mayor o menor intensidad 
según los casos, así como, sobre todo, normas de transposición al efecto de 
diferente rango, legal y reglamentario. Parece que las segundas pueden ver la luz 
más pronto que tarde, pero las de rango legal tienen un camino más incierto y, 
desde luego, prolongado. De ahí la recomendación a las empresas de ir ejecutan-
do acciones anticipatorias en los términos expresados más arriba, implementan-
do cuanto antes sistemas de información retributiva estructurada que permitan 
extraer con facilidad los indicadores exigidos por el futuro informe periódico de 
brecha y, sobre todo, asegurando que dichas estructuras salariales, desde una 
política de máxima transparencia, respondan a criterios objetivos y trazables, 
capaces de justificar las eventuales diferencias retributivas en razones completa-
mente ajenas al sexo. En este sentido, una revisión de las bandas salariales inter-
nas y la documentación de los criterios de asignación dentro de cada banda, en 
especial si coexisten brechas dentro del mismo grupo o nivel profesional, parece 
una estrategia preventiva responsable. El coste de la inacción, en términos de 
riesgo de discriminación, de responsabilidad jurídica y de reputación, es superior 
al de la adaptación anticipada.
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doctrinal

Un proyecto de reforma del RD 902/2020 constituye, pues, una primera y nece-
saria respuesta de urgencia para transponer parcialmente la Directiva por vía 
reglamentaria, aprovechando las habilitaciones ya existentes, pero esta debiera 
limitarse a aspectos que no penetren en zonas reservadas a la ley y conformarse 
con regulaciones muy específicas y cuasi quirúrgicas desde el reconocimiento 
mismo de los avances que España puede mostrar en esta materia, tanto en sede 
legal como judicial. Los requerimientos de ajuste, en lo que al reglamento se 
refiere, son así de tono menor, en mi opinión, interpretando que nuestra norma-
tiva de ese rango ya cumple suficientemente los mínimos europeos, a salvo de 
especificaciones y concreciones que no exigen revisiones profundas. 
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NOVEDADES LEGISLATIVAS 

Medidas laborales y de Seguridad Social extraordinarias por incendios 
forestales.
Podéis visualizar la Nota Jurídica preparada al respecto aquí, en donde anali-
zamos el alcance práctico de estas medidas y las principales obligaciones que 
deberán tener en cuenta las empresas.

Real Decreto-ley 20/2026, de 29 de julio, por el que se establecen medidas ur-
gentes de protección laboral y social frente a los incendios forestales.

Aprobada la pasarela RETA. Ley de modificación de la LGSS - “Pasarela RETA” 
para mutualistas (24 de julio de 2026). 
La Ley de modificación de la Ley General de la Seguridad Social, en relación con 
las mutualidades alternativas reguladas en sus disposiciones adicionales 18ª y 
19ª, ha concluido su tramitación parlamentaria. El Pleno del Congreso ha cele-
brado este jueves el debate de las enmiendas del Senado, que han sido aproba-
das. Por lo tanto, el texto, que incluye las todas las enmiendas aprobadas por el 
Senado, está listo para su publicación en el Boletín Oficial del Estado y su entrada 
en vigor. La ley reforma el régimen de las mutualidades alternativas al RETA, crea 
un mecanismo voluntario de transferencia de derechos a la Seguridad Social con 
incorporación irreversible al RETA, refuerza la cobertura de prestaciones, equipa-
ra progresivamente las cotizaciones hasta 2028 y aumenta las obligaciones de 
transparencia y supervisión.

Plan anual para el fomento del empleo digno 2026. 
Resolución de 8 de julio de 2026, de la Secretaría de Estado de Trabajo, por la 
que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 16 de junio de 2026, por el 
que se aprueba el Plan Anual para el Fomento del Empleo Digno 2026.

Instituto Nacional de la Seguridad Social. 
Resolución de 8 de julio de 2026, del Instituto Nacional de la Seguridad Social, 
sobre delegación de competencias.

Seguridad Social, mutuas colaboradoras. Actividades preventivas. 
Resolución de 7 de julio de 2026, de la Secretaría de Estado de la Seguridad 
Social y Pensiones, por la que se establece la planificación general de las activi-
dades preventivas de la Seguridad Social a desarrollar por las mutuas colabora-
doras con la Seguridad Social en sus planes de actividades del año 2027.

Entidades del tercer sector de acción social colaboradoras con la Administración. 
Régimen jurídico. 
Real Decreto 592/2026, de 15 de julio, por el que se regula el régimen jurídi-
co de las entidades del Tercer Sector de Acción Social colaboradoras con la 
Administración General del Estado.

Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social. Coeficientes para la gestión de la 
prestación económica de incapacidad temporal. 
Resolución de 3 de julio de 2026, de la Dirección General de Ordenación de la 
Seguridad Social, por la que se establecen los términos para la aplicación a las 
mutuas colaboradoras con la Seguridad Social de los coeficientes para la gestión 
de la prestación económica de incapacidad temporal derivada de contingencias 
comunes.

Procedimientos administrativos. Prestaciones por desempleo. Gestión 
informatizada. 
Resolución de 2 de junio de 2026, de la Dirección General del Servicio Público 
de Empleo Estatal, por la que se habilitan trámites y actuaciones a través del 
canal telefónico y telemático mediante determinados sistemas de identificación 
y expresión de voluntad y se regulan aspectos relativos a la presentación y firma 

https://www.perezllorca.com/es/actualidad/nota-juridica/medidas-laborales-y-de-seguridad-social-extraordinarias-por-incendios-forestales/
https://www.boe.es/boe/dias/2026/07/30/pdfs/BOE-A-2026-16543.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2026/07/21/pdfs/BOE-A-2026-15923.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2026/07/17/pdfs/BOE-A-2026-15577.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2026/07/16/pdfs/BOE-A-2026-15460.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2026/07/16/pdfs/BOE-A-2026-15563.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2026/07/15/pdfs/BOE-A-2026-15378.pdf
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de solicitudes mediante formularios electrónicos a través de ambos canales en el 
ámbito de las prestaciones por desempleo.

Consejo Estatal de Responsabilidad Social de las Empresas. 
Orden TES/693/2026, de 3 de julio, por la que se desarrolla, en lo que se refiere 
al procedimiento de asignación de vocalías, así como al nombramiento y cese 
de sus titulares, el Real Decreto 221/2008, de 15 de febrero, por el que se crea y 
regula el Consejo Estatal de Responsabilidad Social de las Empresas.

https://www.boe.es/boe/dias/2026/07/10/pdfs/BOE-A-2026-15029.pdf


14
Julio 2026
Laboral, compensación y beneficios

Novedades 
jurisprudenciales

NOVEDADES JURISPRUDENCIALES

Acuerdos de Teletrabajo, Derechos de Información y 
Consulta y Límites del Poder Empresarial: el Control 
Judicial de las Cláusulas-Tipo
Alejandro Campos Fabre | Abogado

	› Sentencia nº 476/2026 del Tribunal Supremo. Sala de lo Social. Sección 
Primera, de 12 de mayo de 2026; rec. nº 31/2025

1.	 Introducción

La Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social, núm. 476/2026, de 
12 de mayo (rec. 31/2025), resuelve un recurso de casación interpuesto por 
la Confederación Intersindical Galega (CIG) —al que se adhirieron la Central 
Sindical Independiente y de Funcionarios (CSIF) y la Federación Estatal de 
Servicios, Movilidad y Consumo de la UGT (FeSMC-UGT)— contra la sentencia de 
la Audiencia Nacional 136/2024, de 29 de octubre, dictada en conflicto colectivo 
frente a Unísono Soluciones de Negocio, S.A., sobre la legalidad de las cláusu-
las-tipo de los acuerdos individuales de teletrabajo implantados por la empresa.

El pronunciamiento aborda, en primer lugar, si los acuerdos de teletrabajo de 
Unísono vulneran el derecho de libertad sindical de CIG y los derechos de infor-
mación y consulta de la representación legal de las personas trabajadoras y, en 
segundo término, si debe declararse la nulidad de las cláusulas segunda, tercera, 
décima y undécima de aquellos acuerdos. Se trata, por tanto, de una sentencia 
que recorre transversalmente los principales problemas jurídicos del trabajo a 
distancia regulado por la Ley 10/2021, de 9 de julio: la articulación entre auto-
nomía individual y autonomía colectiva en la confección del acuerdo de teletra-
bajo, la configuración de los medios materiales y los plazos de restitución, la 
obligación de desplazamiento y asistencia presencial, las potestades de control 
empresarial y las causas de reversibilidad.

La relevancia de la sentencia trasciende el conflicto particular con Unísono. El 
Tribunal sitúa el caso en un contexto más amplio al recordar que, tanto en su-
puestos donde sindicatos suscribieron acuerdos con la empresa (STS 959/2024) 
como en aquellos en que la empresa elaboró unilateralmente un acuerdo-tipo 
(STS 267/2025), se han declarado nulas cláusulas contenidas en acuerdos de 
trabajo a distancia, especialmente por su carácter abusivo en un contexto de 
«desequilibrio contractual» en el que las personas trabajadoras se adherían al 
acuerdo-tipo. La STS 476/2026 consolida así una línea jurisprudencial de control 
material de las cláusulas-tipo de teletrabajo, con independencia de que el mode-
lo haya sido o no negociado colectivamente.

2.	 Antecedentes de hecho

A.	 El Acuerdo-Tipo de Teletrabajo de Unísono

Unísono Soluciones de Negocio, S.A., implantó el trabajo a distancia en el 
año 2020 a raíz de la pandemia de la COVID-19. El 25 de octubre de 2021, 
la empresa dio trámite de información y consulta a las secciones sindicales 
existentes sobre la propuesta de redacción del anexo al contrato concernien-
te al trabajo a distancia. Las secciones sindicales de CGT, CCOO y CIG emitie-
ron informe con sus alegaciones, y el 5 de noviembre de 2021 se alcanzó un 
acuerdo de mediación ante el SIMA, interpuesto por FeSMC-UGT, por el que 
se llevaría a cabo un proceso de participación y consulta entre la representa-
ción legal de las personas trabajadoras (RLT) y las secciones sindicales sobre 
todos los aspectos relativos al teletrabajo, comprometiéndose la empresa a 
no suscribir ningún acuerdo durante la duración de dicho proceso.

Tras celebrarse reuniones en noviembre y diciembre de 2021 y enero de 
2022, y producirse un cruce de correos con alegaciones sindicales, la empre-
sa remitió a las secciones sindicales un resumen del modelo «negociado» 
previamente. El 14 de marzo de 2023 se suscribió el III Convenio colectivo de 
Contact Center, cuyo artículo 19 regula el trabajo a distancia. Los días 5 y 6 
de abril de 2023, la empresa comunicó al comité de empresa de Vigo y a las 

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/139d2f9370e605f0a0a8778d75e36f0d/20260528
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/139d2f9370e605f0a0a8778d75e36f0d/20260528


15

Novedades 
jurisprudenciales

Julio 2026
Laboral, compensación y beneficios

secciones sindicales que procedería a remitir acuerdos de trabajo a distancia 
de aceptación voluntaria, adjuntando borrador del clausulado.

CIG emitió informe con consideraciones específicas sobre las cláusulas del 
acuerdo, a las que la empresa contestó. El 12 de septiembre de 2023 CIG 
presentó solicitud de mediación ante el SIMA sobre la nulidad de las cláu-
sulas-tipo, culminando el proceso el 31 de octubre de 2023 con resultado de 
«falta de acuerdo».

B.	 La Pretensión Sindical y el Iter Procesal

CIG solicitó: (a) la nulidad íntegra del acuerdo-tipo o, subsidiariamente, de 
sus cláusulas decimosexta y decimoséptima, por infracción de los derechos 
de información y consulta; (b) la nulidad de las cláusulas segunda, tercera, 
quinta, octava, décima, undécima y decimosexta; (c) la declaración de vulne-
ración del derecho de libertad sindical; y (d) la condena a abonar 7.500 euros 
de indemnización por daños morales. Los sindicatos CCOO, UGT, TUSI, CSIF, 
CGT y USO se adhirieron a la demanda.

La Audiencia Nacional estimó parcialmente la demanda, declarando nulas 
únicamente: (1) la cláusula segunda, en el inciso relativo a la restitución de 
medios de trabajo «en un plazo máximo de 24 horas»; y (2) la cláusula quin-
ta, en su totalidad, desestimando el resto de pretensiones.

CIG interpuso recurso de casación con cinco motivos, todos al amparo del 
artículo 207 e) LRJS. UGT y CSIF se adhirieron al recurso. Unísono, por su 
parte, solicitó su desestimación y la confirmación de la sentencia recurrida. 
El Ministerio Fiscal interesó igualmente la desestimación.

Finalmente, el Tribunal Supremo desestima íntegramente el recurso de 
casación, confirmando la sentencia de la Audiencia Nacional, que había 
declarado nulas las dos cláusulas mencionadas y desestimado las restantes 
pretensiones.

3.	 Fundamentos de Derecho

A.	 Autonomía Individual, Autonomía Colectiva y Derechos de Información y 
Consulta (Motivo Primero)

El primer gran bloque de la sentencia —y, sin duda, el de mayor calado 
dogmático— resuelve la pretensión central de CIG: que el acuerdo-tipo de te-
letrabajo debía haber sido negociado colectivamente con la RLT con carácter 
previo a su implantación.

El Tribunal parte de la premisa de que el trabajo a distancia es necesariamen-
te voluntario tanto para la persona trabajadora como para la empleadora y, 
por ello mismo, requiere preceptivamente la firma del acuerdo de trabajo a 
distancia (artículo 5.1 de la Ley 10/2021), que es, naturalmente, un acuerdo 
individual y no colectivo.

A continuación, acoge la doctrina de la STS 1041/2025, de 11 de noviembre, 
que distingue dos aspectos jurídicos relevantes: primero, que «el acuerdo de 
teletrabajo debe ser necesariamente individual como expresión imprescindi-
ble del aludido principio de voluntariedad; por lo que tal acuerdo no puede 
ser suplido por pacto o convenio de carácter colectivo»; y segundo, que «el 
contenido del acuerdo de teletrabajo, esto es, las condiciones en las que 
esta modalidad de trabajo debe prestarse, aun siendo fruto de la autonomía 
individual, deben someterse y respetar lo que al respecto establezca la ley 
y la negociación colectiva, de conformidad con los principios generales que 
rigen en el sistema de fuentes de la relación laboral (artículo 3 ET)».

El Tribunal advierte que, en una primera aproximación, podría parecer que la 
Ley 10/2021 refuerza la autonomía individual, cuando, sin embargo, dicha 
autonomía se halla obligadamente limitada en el ordenamiento laboral por 
su carácter «compensador e igualador» de la desigualdad entre las partes 
del contrato de trabajo (STC 3/1983), lo que conduce a la necesaria preva-
lencia de la autonomía colectiva sobre la individual (artículo 37.1 CE y STC 
105/1992).
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Sin embargo, la Ley 10/2021 no establece que el acuerdo de trabajo a distan-
cia tenga que ser previamente negociado con la RLT, aunque la Ley sea «bien 
consciente de la centralidad del derecho constitucional a la negociación co-
lectiva» y realice «numerosas llamadas e invitaciones» a dicha negociación.

Sobre la base de los hechos probados, el Tribunal concluye que no solo las 
representaciones de las personas trabajadoras fueron «reiteradamente infor-
madas y consultadas», sino que de hecho «se ha negociado con ellas», con 
independencia de que no se llegara a un acuerdo con CIG.

El Tribunal subraya que el artículo 64 ET reconoce derechos de información y 
consulta, pero no estrictamente de negociación colectiva, y que tampoco el 
artículo 19 del convenio colectivo aplicable establece al efecto ningún dere-
cho de negociación. Respecto del artículo 34.8 ET, precisa que este tampoco 
establece la obligación de negociar con la RLT el acuerdo-tipo de teletrabajo, 
sino que reconoce un derecho individual de adaptación cuyos términos «se 
podrán» establecer por la negociación colectiva.

Corolario de todo lo anterior es que no se ha vulnerado ningún derecho 
fundamental —ni la libertad sindical de CIG, ni los artículos 14, 28.1 y 39 
CE— por no haber negociado el acuerdo-tipo en los términos pretendidos, 
rechazándose también, en consecuencia, la indemnización de 7.500 euros 
reclamada.

B.	 El Control Material de las Cláusulas-Tipo: Medios de Trabajo y Dotación 
(Motivo Segundo)

El segundo motivo denunciaba que la cláusula segunda del acuerdo-tipo in-
fringía el artículo 19.7 del convenio colectivo al establecer un sistema de nu-
merus clausus de entrega de medios, frente al sistema de numerus apertus 
previsto convencionalmente. El Tribunal rechaza que esta alegación genérica 
pueda conducir a declarar la íntegra nulidad de la cláusula segunda, «sin 
perjuicio de las demandas colectivas e individuales que se puedan formular 
en aquellos casos en que la empresa no haga entrega de todos los medios y 
herramientas necesarias para el desarrollo del trabajo a distancia».

C.	 Viajes y Desplazamientos: Buena Fe como Límite (Motivo Tercero)

La cláusula tercera establece que la persona trabajadora se compromete a 
realizar los viajes y desplazamientos necesarios y a asistir a reuniones pre-
senciales y cursos de formación, con comunicación de antelación suficiente, 
sin que en ningún caso se produzca en el mismo día, salvo fuerza mayor. El 
Tribunal considera razonable esta obligación, señalando que la convocatoria 
empresarial y su antelación tendrán que realizarse necesariamente conforme 
a las exigencias de la buena fe.

D.	 Reversibilidad Temporal: la Actuación «en Defecto» de Negociación 
Colectiva (Motivo Cuarto)

La cláusula décima regula las «situaciones de reversibilidad» del teletrabajo. 
El artículo 5.3 de la Ley 10/2021 prescribe que la decisión de trabajar a dis-
tancia «será reversible para la empresa y la persona trabajadora», pudiendo 
ejercerse «en los términos establecidos en la negociación colectiva o, en su 
defecto, en los fijados en el acuerdo de trabajo a distancia».

El Tribunal rechaza el motivo por partir de una premisa errónea: el recurso en-
tendía que si el convenio ya se pronuncia sobre la reversibilidad, el acuerdo 
individual no puede regular nada al respecto. El Tribunal califica este enten-
dimiento de «excesivamente rígido». La clave está en que «una cosa es que, 
si el convenio colectivo regula los términos de ejercicio de la reversibilidad, 
obviamente el acuerdo individual de trabajo a distancia tiene que respetar 
esa regulación, y otra cosa bien distinta es que si, como es aquí el caso, el 
convenio colectivo nada dice sobre supuestos de reversibilidad temporal, 
el acuerdo individual pueda introducir alguna regulación al respecto; en tal 
caso, el acuerdo de trabajo a distancia está en principio actuando en defecto 
de negociación colectiva».
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E.	 Dificultades Técnicas e Incorporación Presencial (Motivo Quinto)

La cláusula undécima regula el procedimiento a seguir en caso de dificul-
tades técnicas que impidan el normal desarrollo del trabajo a distancia, 
contenido mínimo obligatorio del acuerdo conforme al artículo 7 i) de la Ley 
10/2021.

El Tribunal valida la cláusula, destacando que prevé, en primer lugar, el 
seguimiento del procedimiento establecido en la Intranet; en segundo lugar, 
que la persona trabajadora debe solicitar justificante de la imposibilidad téc-
nica a su proveedor, considerándose la desconexión como «justificada». Esta 
expresión descarta que las personas trabajadoras puedan sufrir consecuen-
cias desfavorables en materia salarial o de tiempo de trabajo, expresamente 
protegidas por el artículo 4.2 de la Ley 10/2021.

La previsión objetada —obligación de personarse el siguiente día hábil en el 
centro de trabajo mientras se mantengan las incidencias— opera únicamente 
cuando las dificultades técnicas no pueden resolverse de forma inmediata. 
Además, la empresa sigue obligada a satisfacer el derecho de la persona 
trabajadora a la ocupación efectiva.

F.	 Las Cláusulas Declaradas Nulas por la Audiencia Nacional y Confirmadas 
en Casación

Conviene no perder de vista que, aunque el recurso de casación se deses-
tima íntegramente, la sentencia confirma las dos declaraciones de nulidad 
acordadas en la instancia:

Primero, la cláusula segunda en el inciso que imponía la restitución de todos 
los medios de trabajo «en un plazo máximo de 24 horas» tras la finalización 
de la prestación a distancia o la extinción de la relación laboral.

Segundo, la cláusula quinta, en su totalidad, relativa al cómputo trimestral 
de los porcentajes pactados de presencialidad y teletrabajo.

Estas nulidades, al no haber sido impugnadas por la empresa, adquieren 
firmeza con la desestimación del recurso de CIG y constituyen doctrina rele-
vante sobre los límites del poder empresarial en el diseño de acuerdos-tipo.

4.	 Conclusión

Una vez examinados los fundamentos jurídicos de la sentencia, procede valorar 
críticamente su aportación doctrinal y sus implicaciones para la negociación 
colectiva, el diseño de acuerdos de trabajo a distancia y las garantías de la repre-
sentación legal de las personas trabajadoras.

4.1.	La Delimitación entre Información/Consulta y Negociación: una Distinción 
Necesaria pero Inquietante

La sentencia resulta especialmente valiosa porque clarifica una cuestión 
que venía generando notable incertidumbre desde la aprobación de la 
Ley 10/2021: la naturaleza y el alcance de la intervención de la RLT en el 
diseño de los acuerdos-tipo de teletrabajo. Al acoger la doctrina de la STS 
1041/2025, el Tribunal traza una distinción nítida entre el plano de la deci-
sión (necesariamente individual por la exigencia de voluntariedad) y el plano 
del contenido (sometido a las fuentes del artículo 3 ET).

Sin embargo, esta distinción —técnicamente impecable— deja un espacio de 
preocupación práctica. En empresas como Unísono, donde el teletrabajo está 
muy generalizado y las personas trabajadoras se adhieren a un acuerdo-tipo 
prediseñado por la empresa, la autonomía individual se convierte en una 
ficción funcional. El propio Tribunal reconoce este «desequilibrio contrac-
tual» al citar la STS 267/2025, que declaró nulas cláusulas de acuerdos-tipo 
precisamente por abusivas. Se configura así una paradoja: la Ley exige volun-
tariedad individual, pero la realidad del modelo adhesivo vacía de contenido 
esa voluntariedad, debiendo suplirse la debilidad negociadora individual 
mediante el control judicial ex post de cláusulas abusivas.
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El hecho de que en este caso concreto la empresa haya informado, consul-
tado e incluso «negociado» con las secciones sindicales mitiga la preocupa-
ción, pero la doctrina general sentada —que la ley no impone la negociación 
previa del acuerdo-tipo con la RLT— resulta aplicable también a supuestos en 
los que la empresa no adopte esa conducta colaborativa. Convendría, de lege 
ferenda, que la negociación colectiva sectorial o de empresa estableciese 
expresamente la obligación de negociar el modelo-tipo, elevando la mera 
consulta a una negociación efectiva.

4.2.	El Control Judicial por Cláusulas Abusivas: un Modelo de Tutela Fragmentaria

Uno de los aspectos más destacables de la resolución es la técnica de control 
que aplica el Tribunal. Ante pretensiones de nulidad integral de cláusulas, el 
Tribunal opta sistemáticamente por rechazar la nulidad en abstracto, remi-
tiéndose a «las demandas colectivas e individuales que se puedan formular» 
en casos concretos. Igualmente, respecto de la reversibilidad, recuerda que 
«se puede reclamar contra la reversión en su aplicación en casos concretos 
por la vía del artículo 138 bis LRJS». Y sobre las dificultades técnicas, insiste 
en que «se podrán interponer las correspondientes reclamaciones y deman-
das en casos concretos de aplicación».

Esta aproximación revela una filosofía de tutela fragmentaria que, si bien res-
peta la libertad contractual y evita vacíos normativos, traslada a la persona 
trabajadora individual la carga de impugnar judicialmente la aplicación con-
creta de cada cláusula. En un contexto de acuerdos-tipo de adhesión masiva, 
este modelo puede resultar insuficiente para prevenir abusos sistemáticos, 
en la medida en que exige una litigiosidad individual que no todos los traba-
jadores estarán en condiciones de asumir.

4.3.	La Nulidad de la Cláusula de Restitución en 24 Horas: Proporcionalidad y 
Razonabilidad

La declaración de nulidad de la cláusula segunda en el inciso relativo a la res-
titución de medios «en un plazo máximo de 24 horas» constituye un ejemplo 
paradigmático de control de proporcionalidad en las obligaciones del teletra-
bajador. La imposición de un plazo de veinticuatro horas para devolver todos 
los equipos —cualquiera que sea la causa de finalización— resulta manifies-
tamente desproporcionada, pues no distingue entre supuestos de extinción 
pactada con preaviso (donde la restitución puede organizarse) y situaciones 
de finalización sobrevenida (donde la inmediatez resulta impracticable).

Para el diseño de futuros acuerdos, la enseñanza es clara: los plazos de res-
titución deben ser razonables y modularse en función de las circunstancias, 
previendo un plazo suficiente que permita al trabajador organizar la devolu-
ción sin que la empresa quede indefinidamente privada de sus medios.

4.4.	La Nulidad de la Cláusula Quinta: el Cómputo Trimestral como 
Desnaturalización del Trabajo a Distancia

La declaración de nulidad íntegra de la cláusula quinta —relativa al cómputo 
trimestral de los porcentajes de presencialidad y teletrabajo— aborda una 
cuestión de enorme relevancia práctica. CIG denunciaba como abusivo el 
cómputo trimestral de dichos porcentajes. La nulidad, confirmada en casa-
ción, sugiere que el cómputo en periodos amplios permite una distribución 
desigual del tiempo que puede privar al teletrabajador de la regularidad y 
previsibilidad inherentes a esta modalidad. Si en una semana concreta se 
acumula toda la presencialidad del trimestre, el trabajo a distancia deja 
de serlo funcionalmente, lo que afecta tanto a la organización personal del 
trabajador como a la propia finalidad de la institución.

Esta nulidad orienta a los negociadores hacia cómputos más ajustados 
—semanales o, a lo sumo, mensuales— que preserven la regularidad del 
teletrabajo y ofrezcan al trabajador la previsibilidad necesaria para organizar 
su vida personal y profesional.

4.5.	Reversibilidad Temporal: un Espacio Razonable para la Autonomía Individual

La doctrina sobre la reversibilidad temporal merece una valoración posi-
tiva. El Tribunal evita una lectura rígida del artículo 5.3 de la Ley 10/2021 
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que habría impedido al acuerdo individual regular cualquier aspecto de la 
reversibilidad si el convenio ya se pronuncia al respecto. Al admitir que el 
acuerdo individual puede actuar «en defecto» de negociación colectiva sobre 
aspectos no regulados por el convenio —como los supuestos de reversibili-
dad temporal—, el Tribunal dota de operatividad a un instrumento que, de 
otro modo, quedaría paralizado ante cualquier laguna convencional.

No obstante, esta doctrina exige prudencia en su aplicación: la actuación «en 
defecto» del acuerdo individual no puede convertirse en una vía para eludir 
la negociación colectiva sobre aspectos nucleares de la reversibilidad. El 
artículo 19.4 del convenio colectivo aplicable establece un plazo de preaviso 
de 20 días naturales para la reversibilidad ordinaria, y cualquier supuesto de 
reversibilidad temporal previsto en el acuerdo individual deberá respetar ese 
estándar como mínimo convencional.

4.6.	Implicaciones Prácticas y Criterios Operativos

De la sentencia comentada cabe extraer los siguientes criterios operativos 
para el diseño de acuerdos de trabajo a distancia en las empresas:

1)	 Información y consulta, no negociación previa obligatoria: La Ley 
10/2021 no impone la negociación del acuerdo-tipo con la RLT, pero sí 
exige la entrega de copia de los acuerdos individuales y sus actualizacio-
nes. No obstante, la práctica más prudente —y la que mayor seguridad 
jurídica proporciona— es someter el modelo-tipo a un proceso efectivo 
de consulta e incluso de negociación con la RLT, como hizo Unísono.

2)	 Plazos de restitución razonables: Debe evitarse la imposición de plazos 
de devolución de equipos excesivamente breves. Un plazo de 24 horas 
es nulo por desproporcionado; el acuerdo debe contemplar plazos gra-
duables en función de la causa de finalización.

3)	 Cómputo de la presencialidad/teletrabajo: El cómputo trimestral de los 
porcentajes de presencialidad y teletrabajo ha sido declarado nulo. Los 
negociadores deben optar por periodos de referencia más reducidos que 
garanticen la previsibilidad y regularidad del régimen de teletrabajo.

4)	 Reversibilidad temporal: El acuerdo individual puede regular supuestos 
de reversibilidad temporal no previstos por el convenio colectivo, ac-
tuando «en defecto» de negociación colectiva, siempre que no contradi-
ga las previsiones convencionales existentes.

5)	 Dificultades técnicas: La obligación de incorporación presencial al 
día siguiente hábil ante dificultades técnicas no resolubles de forma 
inmediata es válida, siempre que no se deriven consecuencias salariales 
desfavorables y la empresa garantice la ocupación efectiva.

6)	 Control judicial ex post: Incluso las cláusulas que no resultan nulas en 
abstracto pueden ser impugnadas en su aplicación concreta, debiendo 
la empresa asegurar que la ejecución práctica del acuerdo-tipo respete 
las exigencias de la buena fe contractual.

La STS 476/2026 consolida un modelo de control judicial de los acuerdos-ti-
po de teletrabajo que combina el respeto hacia la autonomía organizativa 
empresarial con la tutela efectiva de los derechos de las personas trabajado-
ras. Al situar el caso en la línea de la STS 267/2025, que anuló cláusulas por 
abusivas en un contexto de «desequilibrio contractual», el Tribunal confirma 
que los acuerdos-tipo de adhesión están sujetos a un escrutinio de propor-
cionalidad y razonabilidad análogo al que opera en el ámbito de la contrata-
ción con consumidores.

La sentencia rechaza, por un lado, la tesis sindical maximalista de que el 
acuerdo-tipo debe ser íntegramente negociado con la RLT y de que toda 
cláusula no negociada es nula. Pero rechaza también, en sentido opuesto, la 
tesis empresarial de que el acuerdo-tipo, por ser expresión de la autonomía 
individual exigida por la Ley 10/2021, escapa a todo control. El punto de 
equilibrio se sitúa en el examen cláusula por cláusula, distinguiendo entre 
aquellas que regulan legítimamente aspectos operativos del teletrabajo 
—viajes, reversibilidad temporal, protocolo ante incidencias técnicas— y 
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aquellas que imponen obligaciones desproporcionadas o desnaturalizan la 
institución —restitución en 24 horas, cómputo trimestral—.

Este modelo de control, que conjuga la conservación del acuerdo con la 
nulidad quirúrgica de sus cláusulas abusivas, deberá guiar tanto el diseño 
empresarial de futuros acuerdos de teletrabajo como la estrategia sindical de 
negociación e impugnación, en un ámbito —el del trabajo a distancia— que 
seguirá generando una intensa litigiosidad mientras la negociación colectiva 
no asuma plenamente su función reguladora.

Límites a la lucha contra el absentismo laboral en 
la negociación colectiva
Iris Pérez Ginés  |  En formación

	› Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo nº 2661/2026, de 16 
de junio, Rec. Núm. 97/2025

1.	 Introducción 

En la actual situación de debate encendido a nivel jurídico y socioeconómico, que 
presupone un alto nivel de absentismo laboral injustificado y se discute sobre los 
instrumentos idóneos para su corrección, entran en juego con singular importan-
cia sentencias que resuelven sobre ese equilibrio tan frágil entre la lucha contra 
el absentismo injusto y los derechos fundamentales o las situaciones discrimi-
natorias. En esta ocasión, el Tribunal Supremo hace un enfoque casi pedagógico, 
analizando paso a paso todos los preceptos conflictivos y creando una suerte de 
guía por su propia doctrina.

2.	 Supuesto de hecho

El punto de partida de esta sentencia es el recurso interpuesto por la empresa 
Exolum Corporation SA contra la sentencia dictada por la Sala de lo Social de la 
Audiencia Nacional 10/2025, en fecha 27 de enero, procedimiento 375/2024, 
en actuaciones seguidas en virtud de demanda sobre conflicto colectivo a 
instancia de Comisiones Obreras de Industria (CC.OO.-Industria) a la que se 
adhirió la Federación de Industria, Construcción y Agro de la Unión General de 
Trabajadores (UGT-FICA) contra Exolum Corporation SA y como parte interesada, la 
Confederación General del Trabajo (CGT) que no comparece. 

El conflicto surge por los hechos siguientes. La empresa Exolum Corporation rige 
sus relaciones laborales por su propio Convenio colectivo, que contiene en su 
artículo 25 un premio de continuidad, que hace las veces de herramienta de lucha 
contra el absentismo, y que funciona de la forma que se describe a continuación.  
Los trabajadores de esta empresa pueden generar días de descanso adicionales 
por cada semestre natural que acudan al trabajo de manera ininterrumpida, con 
la posibilidad de otro día adicional cuando dicha asistencia se mantenga durante 
los dos semestres del año natural. Para devengar este premio, solo se consideran 
días de trabajo efectivo los que lo sean como tal, los de vacaciones y los corres-
pondientes a descansos reglamentarios.

Ante este régimen de funcionamiento, consideran CCOO y UGT que los permi-
sos retribuidos del artículo 37.3 ET y las licencias retribuidas del artículo 36 del 
Convenio, las ausencias por fuerza mayor del artículo 37.9 ET, las suspensiones 
de contrato de los números 4 a 8 del artículo 48 ET, el permiso parental del artí-
culo 48 bis ET y las situaciones de incapacidad temporal no deberían afectar al 
devengo del premio de continuidad. La Audiencia Nacional estima parcialmente 
la demanda, al considerar que todas las situaciones anteriores permiten conti-
nuar devengando el premio, con la excepción de la licencia de matrimonio y los 
permisos de traslado de domicilio y de fallecimiento de familiar o allegado.

El recurso interpuesto por Exolum Corporation ante la anterior resolución se basa 
en dos motivos. El primero es argumentar la legitimidad de su lucha contra el 
absentismo, con base en los artículos 14 CE, 207.e) LRJS, 4.2.c) y 17 ET y 25 del 
convenio colectivo de la empresa. El segundo es que dicho convenio contiene 
una cláusula de vinculación a la totalidad en su disposición adicional octava, por 
lo que se alega que la modificación que se ha concedido en la instancia anterior 
invalidaría la totalidad del convenio.

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/1c1bc2e35f86e036a0a8778d75e36f0d/20260625
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/1c1bc2e35f86e036a0a8778d75e36f0d/20260625
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3.	 Fundamentación jurídica

Especialmente relevante para la compresión de esta sentencia es conocer la 
situación jurisprudencial previa, que se irá analizando a la vez que se explican las 
líneas argumentales que sigue el Tribunal.

En primer lugar, el Tribunal se basa en jurisprudencia anterior para explicar en 
qué supuestos la pérdida de derechos asociada a las faltas de asistencia al traba-
jo resulta ilícita, por ser discriminatoria o por estar dentro del ámbito de alcance 
de un derecho fundamental, en función de la causa de la ausencia. La propia sala 
reconoce que:

i)	 La suspensión del contrato de trabajo supone la aplicación proporcional de 
los descansos retribuidos.

ii)	 Combatir el absentismo laboral constituye una finalidad legítima a efectos 
del artículo 2.2.b), inciso i), de la Directiva 2000/78, dado que se trata de 
una medida de política de empleo. Sin embargo, la línea central de esta 
sentencia es que esa lucha no es ilimitada, sino que debe hacerse de acuer-
do con la Constitución Española, con la Ley Orgánica 3/2007 y con la Ley 
15/2022.

Seguidamente se analizan de manera más pormenorizada las diferentes situacio-
nes desde la perspectiva de su válida afectación o no a las primas de continuidad 
o antiabsentismo.

A.	 Discriminación por razón de sexo

Para evaluar si los permisos y las licencias alegadas son discriminatorias, 
se introduce el concepto de discriminación indirecta por razón de sexo, 
definido en el artículo 6.2 de la Ley Orgánica 3/2007, de la forma siguiente: 
«Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que 
una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros pone a personas 
de un sexo en desventaja particular con respecto a personas del otro, salvo 
que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente 
en atención a una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha 
finalidad sean necesarios y adecuados».

Es pertinente, por lo tanto, clasificar los permisos retribuidos en función de 
si son neutros o si, por el contrario, inciden más significativamente en la po-
blación femenina. Esta pormenorización se basa en jurisprudencia anterior, 
pero también en las estadísticas sobre el empleo y el uso de los permisos 
que facilitan la conciliación familiar en hombres y en mujeres. 

La Sala concluye que el permiso por fallecimiento, accidente o enfermedad 
graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin hospitalización que 
precise reposo domiciliario, de parientes hasta el segundo grado de con-
sanguinidad o afinidad, los permisos por el tiempo indispensable para la 
realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto y los 
permisos para asistir a las preceptivas sesiones de información y prepara-
ción o realización de los preceptivos informes psicológicos y sociales previos 
a la declaración de idoneidad, en los casos de adopción, guarda con fines 
de adopción o acogimiento sí que constituyen discriminación, por generar, 
directa o indirectamente, un daño mayor sobre las trabajadoras.

Debe tenerse presente también que el propio Tribunal Supremo, en la STS 
793/2020, de 23 de septiembre (rec. 70/2019), condenó a una empresa a 
incluir dentro de su sistema de retribución variable a los trabajadores que 
disfrutaban del permiso de paternidad desde el primer día, puesto que los 
incentivos no se veían afectados por las ausencias derivadas de bajas por 
riesgo durante el embarazo y lactancia natural, permisos de maternidad, lac-
tancia y baja por incapacidad temporal. Esta Sala consideró que esta diferen-
cia de trato vulneraba el derecho a la igualdad entre hombres y mujeres. En la 
misma línea, la STS 10/2017, de 10 de enero (rec. 283/2015) declaró también 
contraria a Derecho la práctica de computar como ausencias al trabajo la 
baja maternal y la baja por riesgo en el embarazo, a efectos de devengo de 
incentivos, considerando que se trataba de un caso de discriminación direc-
ta. Además, en la STS 35/2026, de 16 de enero (rec. 2/2025), ya analizada en 
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nuestra newsletter de febrero de este mismo año, se reitera que los permisos 
tratados anteriormente, y también algunos de los que trataremos a continua-
ción, como las ausencias derivadas de enfermedad, no pueden tener como 
consecuencia directa la pérdida de incentivos.

B.	 Situación de incapacidad temporal

En esta materia, la STS 516/2026, de 28 de mayo (rec. 155/2025), ya co-
mentada en anterior Newsletter, reconoció a los trabajadores el derecho a 
percibir íntegra la prima de asistencia regulada en su convenio de empresa 
cuando las ausencias fuesen por un permiso o licencia retribuidos, pero los 
denegó para los casos de incapacidad temporal, fuese por contingencias 
comunes o por contingencias profesionales. Sin embargo, la propia senten-
cia reconoce que su decisión sería diferente si no se hablase del derecho 
a percibir una prima, sino de la contabilización de las ausencias por inca-
pacidad temporal a efectos de absentismo. Argumenta la Sala que, en ese 
caso de no contarse los días de suspensión, la pérdida de derechos debería 
reputarse ilícita.

Por otro lado, la STS 522/2026, de 29 de mayo (rec. 28/2025), declaró 
discriminatorio un sistema de valoración de objetivos que descontaba el 
porcentaje de absentismo cuando este estaba por encima del 4%, indepen-
dientemente de la causa. La argumentación se basa precisamente en que se 
trata de una discriminación directa por enfermedad respecto de las bajas de 
incapacidad temporal, siendo indiferente su duración. Además, consideró 
que se daba la misma discriminación indirecta hacia la población femenina 
que se trataba en el apartado anterior.

Este reciente cambio de interpretación se explica en la sentencia que nos 
atañe y tiene su origen en el cambio legislativo de la ley 15/2022, que 
dispone:

i)	 En su artículo 2.3: «La enfermedad no podrá amparar diferencias de trato 
distintas de las que deriven del propio proceso de tratamiento de la mis-
ma, de las limitaciones objetivas que imponga para el ejercicio de deter-
minadas actividades o de las exigidas por razones de salud pública».

ii)	 En su artículo 9.1: «No podrán establecerse limitaciones, segregaciones 
o exclusiones por razón de las causas previstas en esta ley para el acce-
so al empleo por cuenta ajena, público o privado, incluidos los criterios 
de selección, en la formación para el empleo, en la promoción profe-
sional, en la retribución, en la jornada y demás condiciones de trabajo, 
así como en la suspensión, el despido u otras causas de extinción del 
contrato de trabajo».

Tras la lectura de estos preceptos legales, la decisión del Tribunal no resulta 
extraña. En caso de darse la situación de un trabajador que, por sus ausen-
cias a causa de una incapacidad temporal, no disfrutase del tratado premio 
de continuidad, supondría una discriminación por razón de enfermedad.

C.	 Discriminación por asociación

Se define por la Ley 15/2022 como la situación en la que «una persona o 
grupo en que se integra, debido a su relación con otra sobre la que concurra 
alguna de las causas previstas en el apartado primero del art. 2 de esta ley, 
es objeto de un trato discriminatorio». Este contexto es especialmente rele-
vante para los permisos relacionados con el acompañamiento de familiares, 
allegados y convivientes en situación de accidente o enfermedad grave, 
porque esta misma ley prohíbe la discriminación por razón de enfermedad o 
condición de salud.

En consonancia con lo anterior, si un trabajador disfruta de un permiso para 
el cuidado de un familiar, que en este caso sería el enfermo, y por ello no de-
venga un derecho al premio de continuidad, concluye la Sala que se estaría 
ante un supuesto de discriminación indirecta por razón de enfermedad.
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D.	 Otros permisos y suspensiones

•	 Ausencia por el tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber 
inexcusable público y personal.

La STS 815/2019, de 3 de diciembre (rec. 141/2018), ya clasifica este permiso 
como neutro. Se entiende a la perfección que esta ausencia no la elige el tra-
bajador, sino que le viene impuesta por la autoridad competente, y no puede 
elegir no acudir para seguir devengando el permiso.

Sin embargo, como se anticipaba, es lícito que la negociación colectiva cree 
un premio de continuidad condicionado a la asistencia ininterrumpida que 
no se devengue cuando ocurre esta ausencia concreta, porque no se vulnera 
aquí ningún derecho fundamental.

•	 Permiso para concurrir a exámenes

Existe también jurisprudencia anterior a este respecto, en esta ocasión, del 
Tribunal Constitucional, porque la supuesta discriminación que podría ge-
nerarse en este supuesto es relativa al alcance del artículo 27 CE, el derecho 
fundamental a la educación.

Se habla sobre la doble dimensión como derecho de libertad y prestacional 
del derecho a la educación. La STC 129/1989 desestimó el recurso de amparo 
de unos trabajadores que vieron limitada su disponibilidad para cursar sus 
estudios a causa de un cambio en sus turnos, que pasaron de fijos a rotati-
vos. Indica aquí el Tribunal Constitucional que los derechos garantizados de 
forma genérica no pueden alterar el entramado de derechos y obligaciones 
fruto de la relación laboral, por no constituir en sí mismos cláusulas ilimita-
das de excepción que justifiquen el incumplimiento de los deberes de los 
trabajadores.

Argumenta el TC que el cambio de turno no impide ni prohíbe a los trabaja-
dores seguir realizando sus estudios, sino que sencillamente se les deniega 
una ventaja que tenían por encima del resto de trabajadores al contar con su 
turno fijo. Se trata de una denegación de una pretensión tendente a obtener 
un derecho y de una ventaja. En un último argumento, el TC indica que no 
puede imponerse al empleador la obligación de satisfacer de forma incondi-
cionada la compatibilidad pretendida hasta el punto de que, de no hacerlo, 
se limitase de tal manera el derecho a la educación del trabajador que pudie-
se someterse, en última instancia, a recurso de amparo. Hacerlo supondría 
imponer al empleador la obligación prestacional del derecho, que sólo debe 
atribuirse a los poderes públicos. Es evidente que el trabajador tiene derecho 
a cursar sus estudios y a disfrutar de los permisos necesarios para realizar 
exámenes, pero este derecho no impide que la autonomía colectiva instaure 
un premio como el que nos atañe. A lo que no obliga la CE es a que los per-
misos retribuidos para asistir a exámenes deban contabilizarse como tiempo 
de trabajo efectivo para el devengo del premio, ya que dicha pretensión está 
fuera del alcance del derecho fundamental alegado.

•	 Suspensiones del contrato de trabajo de los números 4 a 8 del artículo 48 ET.

La resolución que hace aquí la Sala tiene base legal expresa, y es relativa-
mente sencilla. El artículo 48.9 ET dispone que los trabajadores se beneficia-
rán de las mejoras a las que hubieran tenido derecho durante las suspensio-
nes que analizamos en este apartado. Así, la Sala concluye fácilmente que 
estas suspensiones no pueden evitar el devengo del premio de continuidad.

E.	 Vinculación a la totalidad

Considera la Sala que es necesario, llegado este punto, distinguir entre 
conflicto colectivo de trabajo e impugnación de convenios colectivos. El 
conflicto colectivo es el proceso adecuado para seleccionar la interpretación 
más adecuada de un precepto, pero no para invalidarlo. En estos procesos 
pueden impugnarse actos derivados de la aplicación de un convenio sin 
existir la necesidad de impugnarlo en su totalidad, incluso en el caso de que 
se alegue que los preceptos aplicados son contrarios a derecho.
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En este caso, el objetivo no es impugnar un convenio, sino seleccionar la 
interpretación de uno de sus preceptos que sea más ajustada a derecho. La 
Sala considera que no ha hecho modificaciones sustanciales ni ha vaciado 
de contenido el precepto conflictivo, de forma que carece de sentido la apli-
cación de la cláusula de vinculación a la totalidad. El proceso de ajustar la 
interpretación de la regulación del premio para que sea conforme a derecho 
no puede desembocar en la supresión del premio y del convenio colectivo 
entero, sino que debe llevar a que se reconozca su derecho a quienes deban 
ostentarlo, sin incurrir en discriminación ni en vulneración de derechos 
fundamentales.

4.	 Conclusión

El Tribunal Supremo opta finalmente por una estimación parcial. Considera que 
no afectan al devengo del premio la ausencia del trabajo por fuerza mayor fami-
liar del art. 37.9 del ET, el permiso parental del art. 48 bis del ET, las suspensiones 
de los contratos de trabajo de los números 4 a 8 del art. 48 del ET, las situaciones 
de incapacidad temporal del art. 45.1,c) del ET y los siguientes permisos del art. 
37.3 del ET y las licencias del art. 36 del Convenio: permiso por accidente o enfer-
medad grave, hospitalización o intervención quirúrgica sin hospitalización que 
precise reposo domiciliario del cónyuge, pareja de hecho, parientes o convivien-
tes, permisos para realizar funciones sindicales o de representación del personal, 
permisos para exámenes prenatales, técnicas de preparación al parto y sesiones 
necesarias para la adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento y per-
miso por cuidado de lactante de forma acumulada.

Tras los argumentos expuestos, podemos concluir que la sentencia es relevante 
por diversos motivos. 

El primero de ellos es que traslada al ámbito de los descansos adicionales com-
pensatorios una doctrina que, hasta el momento, sólo existía sobre la retribución 
variable monetaria de los incentivos de este tipo. Prácticamente toda la juris-
prudencia en la que la Sala se basa para alcanzar sus conclusiones es relativa a 
premios económicos devengados por los trabajadores, y se constituye en torno a 
qué limitaciones aplicables a los mismos son lícitas, en aras de luchar contra el 
absentismo.

El segundo motivo es la ya consolidada aplicación de la Ley 15/2022 en este tipo 
de ausencias laborales por motivos de incapacidad temporal. Hasta el momento, 
la discriminación por enfermedad era algo más ajeno o abstracto y, de hecho, ju-
risprudencia anterior permitía que las suspensiones de contrato por incapacidad 
temporal paralizasen el devengo de los premios de continuidad. La aprobación 
de esta ley ha supuesto un cambio de paradigma radical por la introducción de 
esa discriminación por enfermedad o estado de salud, llevando a que idéntica 
causa suspensiva del contrato de trabajo permita ahora seguir devengando el 
premio.

El tercer motivo es el desarrollo que se realiza de la discriminación por asocia-
ción, una vez más, en relación con la Ley 15/2022. Al aplicarse esta norma, se ha 
dado respuesta a varias situaciones que no quedaban del todo claras o cerradas 
con anterioridad y se ha otorgado una base legal a los escenarios en los que el 
enfermo no es el propio trabajador, aun cuando sí es este último quien recibe los 
perjuicios laborales.

Análisis de la eficacia liberatoria de los acuerdos 
transaccionales en el despido.
Natalia Luna Cámara | En formación 

	› Sentencia nº 532/2026 del Tribunal Supremo. Sala de lo Social. Sección 
Primera, de 10 de junio de 2026; rec. nº 2081/2025

1.	 Introducción

La extinción del contrato de trabajo por despido genera, con frecuencia, una 
tensión entre la empresa y el trabajador: la primera busca cerrar la situación de 
forma rápida y controlada; el segundo obtener la mayor protección posible frente 
a una decisión adaptada de forma unilateral por el empleador. En este espacio 
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de conflicto, el acuerdo transaccional privado firmado antes de acudir al trámite 
de conciliación administrativa se ha convertido en una herramienta cada vez más 
habitual en la práctica laboral.

La STS 532/2026, de 10 de junio (rec. 2081/2025), dictada por la Sala de lo Social 
del Tribunal Supremo, ofrece una oportunidad de primer orden para revisar los 
límites de este instrumento. El caso, protagonizado por la empresa Leroy Merlin 
España SLU y uno de sus trabajadores, resalta que un acuerdo transaccional mal 
redactado, firmado el mismo día del despido, con cláusulas contradictorias entre 
sí y con una indemnización muy alejada de la legal puede no desplegar el efecto 
liberatorio que la empresa pretendía. La sentencia no entra al fondo del asunto 
por razones procesales, pero en su camino sigue con nitidez la doctrina que el 
Tribunal Supremo lleva años construyendo sobre esta materia.

2.	 Antecedentes de Hecho

D. Teodosio prestaba servicios para Leroy Merlin España SLU desde septiembre 
de 2006, mediante contrato indefinido a tiempo completo. A la fecha de los 
hechos desempeñaba el puesto de Jefe de Sector, con un salario regulador de 
3.396,95 euros brutos mensuales, prorrata de pagas extras incluida, equivalente 
a 40.763,44 euros brutos anuales. Su antigüedad, superior a quince años, así 
como el régimen transitorio aplicable a los contratos anteriores al 12 de febrero 
de 2012 (45 días/año hasta esa fecha y 33 días/año desde entonces, con tope de 
24 mensualidades, conforme a la Disposición Transitoria 11.ª ET), situaban la in-
demnización legal por despido improcedente en aproximadamente 64.000 euros.

El 14 de septiembre de 2021, y de forma simultánea, la empresa comunicó al 
trabajador su despido disciplinario reclamando falta de rigor en el desarrollo del 
negocio, incumplimiento de plazos de atención al cliente y una falta de gestión 
de equipo. Por ello, se le entregó un documento de liquidación y finiquito por 
importe neto de 2.395,34 euros (conceptos salariales exclusivamente), y un 
acuerdo transaccional privado para su firma inmediata. Mediante este acuerdo, 
Leroy Merlin reconocía la improcedencia del despido y ofrecía 20.000 euros de 
indemnización, una cantidad que el propio documento reconocía inferior a la 
legalmente exigible. El pago, no obstante, quedaba condicionado a la ratifica-
ción del acuerdo en el posterior acto de conciliación ante el SMAC. Sin embargo, 
el pacto presentaba una contradicción interna determinante: mientras unas 
cláusulas proclamaban que tenía “plenos efectos desde su firma” y no contenía 
“condición suspensiva alguna”, otras condicionaban el pago y la ratificación a 
que el trabajador estuviera “conforme en la extinción del contrato” en el acto de 
conciliación.

El trabajador se negó a ratificar el acuerdo en el SMAC e interpuso una deman-
da por despido improcedente. El Juzgado de lo Social núm. 3 de Tarragona (7 
de marzo de 2022) consideró válido el pacto y desestimó la demanda. El TSJ de 
Cataluña (sentencia núm. 483/2025, de 7 de febrero de 2025), en cambio, valoró 
la contradicción interna del documento, descartó su eficacia liberatoria y declaró 
el despido improcedente, condenando a la empresa a readmitir al trabajador, 
con abono de salarios de tramitación a razón de 111,68 euros diarios o a abonar 
64.267,03 euros, descontando los 20.000 ya satisfechos. Leroy Merlin recurrió en 
casación para la unificación de doctrina ante el Tribunal Supremo.

3.	 Fundamentos de Derecho

A.	 El recurso de casación para la unificación de doctrina y la sentencia de 
contraste

El recurso de casación para la unificación de doctrina (art. 219 LRJS), 
exige acreditar que la sentencia recurrida y una sentencia de contraste 
resuelvan de forma contradictoria supuestos sustancialmente iguales. 
La empresa aportó como sentencia de contraste la dictada por la Sala 
de lo Social del TSJ de Andalucía, sede de Málaga, de 4 de abril de 2018 
(rec. 8/2018), correspondiente también a un despido de Leroy Merlin 
con acuerdo transaccional, en el que el pacto sí fue declarado válido. 
Conviene destacar que el Ministerio Fiscal, en su informe, consideró el 
recurso procedente, es decir, se posicionó del lado de la empresa, aun-
que el Tribunal Supremo no siguió finalmente ese criterio.
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B.	 Los requisitos jurisprudenciales para la eficacia liberatoria del acuer-
do transaccional

El Tribunal Supremo aprovechó el caso para resumir su doctrina conso-
lidada sobre la eficacia liberatoria de los acuerdos transaccionales en 
el ámbito del despido con apoyo en los arts. 1809, 1815 y 1816 CC y en el 
principio de irrenunciabilidad del art. 3.5 ET. Al efecto, y exige la concu-
rrencia acumulativa de los siguientes requisitos:

a)	 Documento claro y desglosado económicamente, con identificación 
expresa de la indemnización pactada por la extinción. 

b)	 Pago real o voluntad inequívoca de satisfacer las cifras 
comprometidas.

c)	 Margen temporal entre la decisión de despido y la firma del acuerdo: 
la simultaneidad es problemática.

d)	 ) Ausencia de vicios del consentimiento, que se estima mejor garan-
tizada con asistencia de representante de los trabajadores o plazo 
para analizar el documento.

e)	 La indemnización inferior a la legal no invalida la transacción si que-
da acreditado que el trabajador la aceptó conscientemente como 
contraprestación sobre un derecho incierto.

f)	 La remisión al SMAC no invalida el pacto si queda claro que el efecto 
extintivo no depende de lo que allí ocurra.

C.	 El juicio de contradicción: por qué los dos casos no son iguales

El Tribunal Supremo compara los dos casos e identifica diferencias 
importantes que impiden la identidad sustancial exigida por el art. 219 
LRJS. Dichas diferencias son las siguientes: 

En cuanto al margen temporal, en el caso de Cataluña, despido y firma 
del acuerdo coincidieron el mismo día, mientras que en el de Málaga el 
trabajador dispuso de al menos un día para reflexionar. En cuanto a las 
cláusulas, el pacto analizado era contradictorio, unas afirmaban eficacia 
desde la firma y otras la condicionaban al SMAC, y el TSJ aplicó el art. 
1288 CC para concluir que las cláusulas oscuras no podían favorecer a 
quien las redactó. En el caso de Málaga, las cláusulas eran coherentes 
y la conciliación era un mero trámite formal. En cuanto a la diferencia 
económica, los 20.000 euros ofrecidos frente a 64.000 legales (aproxi-
madamente un tercio) suponían una distancia muy superior a la del caso 
de contraste. 

Al no existir la identidad sustancial entre los supuestos comparados, 
el Tribunal Supremo desestima el recurso de Leroy Merlin, confirma 
la firmeza de la sentencia del TSJ de Cataluña que declaró el despido 
improcedente, e impone a la empresa las costas por importe de 1.500 
euros con pérdida del depósito constituido para recurrir (arts. 235.1 y 
228.3 LRJS).

D.	 Consideraciones prácticas

La STS 532/2026 no unifica doctrina, el Tribunal Supremo no entra al fon-
do, pero su razonamiento deja un mensaje claro: la figura del acuerdo 
transaccional en el despido no es intrínsecamente inválida. Lo que falla 
en este caso es su ejecución. Un pacto firmado en el mismo momento 
del despido, con cláusulas que se contradicen entre sí y con una indem-
nización que representa apenas un tercio de la legalmente exigible, 
no reúne las condiciones que la doctrina del Tribunal reclama para que 
funcione la eficacia liberatoria. Esta última, sobre el concepto nuclear 
en la jurisprudencia del Tribunal Supremo en relación con finiquitos y 
transacciones, no es automática ni incondicionada: requiere que el con-
sentimiento del trabajador sea real, informado y libre de confusiones, y 
que el documento que lo recoge sea claro en todos sus términos. En este 
contexto, resulta igualmente relevante la atención judicial reforzada al 
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consentimiento del trabajador en el marco de la Ley 15/2022, de 12 de 
julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación.

De lo anterior cabe destacar consideraciones prácticas diferenciadas 
según la posición de cada parte:

	— Para las empresas

La redacción del acuerdo no es un trámite menor. La coherencia interna 
entre todas las cláusulas, especialmente las que afectan al momento en 
que el pacto despliega efectos y la función que cumple el acto de conci-
liación, resultan determinantes. En este sentido, las cláusulas oscuras 
o contradictorias, conforme al art. 1288 CC, no podrán favorecer a quien 
las redactó. Conceder al trabajador un plazo mínimo para reflexionar y 
asesorarse, aunque sea de un solo día, como ilustra el caso de contras-
te, reduce de forma apreciable el riesgo de impugnación posterior.

	— Para los trabajadores

Conviene recordar que la acción de despido caduca a los veinte días 
hábiles desde el acto extintivo (art. 59.3 ET), no desde la firma del pacto 
privado, por lo que no existe ninguna urgencia que justifique suscribir 
documentos el mismo día del despido sin asesoramiento jurídico previo. 
Con todo, el finiquito tiene eficacia liberatoria únicamente respecto de 
los conceptos en él expresamente recogidos y, además, su firma no equi-
vale a renunciar a la acción de impugnación del despido. Ante cláusulas 
contradictorias sobre el momento de eficacia del acuerdo, no ratificarlo 
en el SMAC puede producir consecuencias relativas a su validez.

4.	 Conclusión

El pronunciamiento del Tribunal Supremo destaca con precisión los límites de 
una figura cada vez más frecuente en la práctica laboral. La eficacia liberatoria 
de los acuerdos transaccionales en el despido es una figura legal y reconocida 
por el ordenamiento: el Tribunal Supremo no la pone en duda, sino que recuerda 
las condiciones bajo las cuales actúa. El ordenamiento laboral tolera que las 
partes transijan sobre sus derechos, incluso con indemnizaciones inferiores a las 
legales, pero no que lo hagan bajo condiciones que comprometan la libertad real 
del consentimiento. El límite entre ceder y renunciar se juega, casi siempre, en la 
redacción del acuerdo y en el tiempo que se otorga al trabajador para entender lo 
que firma.
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OTRAS SENTENCIAS DE INTERÉS

Aportación económica al Tesoro Público por despido colectivo de mayores de 50 
años: cómputo del plazo de prescripción.
	› STS, 01 de julio de 2026 - ROJ: STS 3236/2026

Supuesto de hecho. Una empresa tecnológica impugnó la resolución del SEPE 
que declaraba definitiva la liquidación de la aportación económica al Tesoro 
Público por importe de 150.422,06 euros, relativa a la anualidad 2020, derivada 
de un despido colectivo iniciado en octubre de 2016 que afectó a 184 trabajado-
res de 50 o más años. El TSJ de Madrid estimó parcialmente la demanda, decla-
rando prescrita la cantidad correspondiente a una de las trabajadoras afectadas, 
pero manteniendo la liquidación respecto de otra trabajadora cuya prestación de 
desempleo fue inicialmente denegada y reconocida posteriormente.

Fundamentación jurídica. El TS desestimó los dos primeros motivos del recur-
so por constituir cuestión nueva no planteada en la instancia. Sobre el fondo, 
confirmó que el plazo de prescripción de cuatro años para reclamar la aporta-
ción empresarial debía computarse desde la resolución del SEPE que reconoció 
efectivamente la prestación de desempleo, y no desde la fecha de efectos de la 
prestación retrotraída, dado que inicialmente fue denegada.

Fallo. Desestima el recurso de casación de la empresa, confirmando la sentencia 
del TSJ de Madrid. Impone costas en 1.500 euros.

Conflicto colectivo: obligación de negociar criterios de reparto del complemento 
de productividad en sociedad mercantil estatal.
	› STS, 07 de julio de 2026 - ROJ: STS 3245/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de conflicto colectivo contra 
una sociedad mercantil estatal dedicada a la gestión del agua, solicitando que se con-
denase a la empresa a aplicar y abonar el reparto del complemento de productividad 
de las anualidades 2022 y 2023 conforme a los criterios supuestamente acordados en 
2019, o, subsidiariamente, a negociar con la representación legal de los trabajadores 
los criterios de reparto e individualización. La Audiencia Nacional estimó parcialmen-
te la demanda, condenando únicamente a la empresa a entregar a la RLT los criterios 
de valoración y desglose de puntuaciones, pero rechazando tanto la obligación de 
aplicar los criterios de 2019 como la obligación de negociar el reparto con la RLT.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que el art. 26.3 ET establece que la 
estructura del salario se determina mediante negociación colectiva o contrato 
individual, pero de ello no se puede extraer una obligación legal de negociar 
los criterios de reparto del complemento de productividad. Respecto del art. 24 
LPGE 2023, consideró que la expresión “en su caso” que utiliza al referirse a la 
intervención de la negociación colectiva revela que el propio precepto no impone 
una obligación legal de negociar.

Fallo. Desestima el recurso de casación del sindicato, confirmando la sentencia 
de la Audiencia Nacional. Sin imposición de costas.

Ejecución laboral: imposibilidad de iniciar ejecución separada tras convenio 
concursal.
	› STS, 01 de julio de 2026 - ROJ: STS 3233/2026

Supuesto de hecho. Un trabajador presentó demanda de ejecución de lo acor-
dado en una conciliación judicial celebrada en enero de 2014 en un proceso por 
despido, reclamando 15.282,18 euros. La empresa había sido declarada en con-
curso voluntario en febrero de 2014, y el crédito fue reconocido como ordinario 
en el convenio concursal, aprobado por sentencia del Juzgado de lo Mercantil 
en enero de 2015. El Juzgado de lo Social denegó el despacho de ejecución al 
encontrarse la empresa en situación de concurso. El TSJ de Castilla-La Mancha 
desestimó el recurso de suplicación y confirmó la denegación.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que los acreedores laborales ordinarios 
quedan vinculados por los efectos del convenio aprobado y sometidos al sistema 
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de pagos establecido en él, sin poder iniciar ejecuciones laborales separadas 
ante el Juzgado de lo Social. El mero transcurso del plazo de espera no constituye 
fundamento para enervar dicha prohibición, debiendo el acreedor acudir al cauce 
legal del incumplimiento del convenio dentro del procedimiento concursal.

Fallo. Desestima el RCUD, confirmando la sentencia del TSJ de Castilla-La Mancha 
que había denegado el despacho de ejecución. Sin costas.

Conflicto colectivo: modificación de sistema de incentivos comerciales individua-
les sin necesidad de procedimiento del art. 41 ET.
	› STS, 07 de julio de 2026 - ROJ: STS 3244/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de conflicto colectivo con-
tra una empresa del sector de diagnósticos, solicitando la declaración de nulidad 
o, subsidiariamente, el carácter injustificado de la modificación del sistema de 
incentivos comerciales para 2025, alegando que constituía una modificación 
sustancial de condiciones de trabajo colectiva. La Audiencia Nacional desestimó 
la demanda y absolvió a la empresa de todos los pedimentos.

Fundamentación jurídica. El TS, interpretando el art. 34 del XXI Convenio Colectivo 
de la Industria Química, concluyó que la implantación de un sistema de incentivos 
es voluntaria para la empresa, distinguiendo entre objetivos individuales (que solo 
requieren información y consulta) y colectivos (que exigen negociación). Los objeti-
vos afectados eran individuales, por lo que la empresa podía modificarlos cumplien-
do únicamente con el trámite de información y consulta, como efectivamente hizo. 
Además, el sistema resultante seguía siendo medible, cuantificable y alcanzable.

Fallo. Desestima el recurso de casación del sindicato, confirmando la sentencia 
de la Audiencia Nacional. Sin imposición de costas.

Despido disciplinario: procedencia del despido por apropiación de cupones 
promocionales conforme al convenio colectivo sin aplicación de la teoría 
gradualista.
	› STS, 01 de julio de 2026 - ROJ: STS 3248/2026

Supuesto de hecho. Una trabajadora prestaba servicios como especialista para 
una empresa del grupo de supermercados desde enero de 2022, siendo despedi-
da disciplinariamente. La causa del despido fue la apropiación de cinco cupones 
de descuento promocionales destinados a clientes que ella misma había aten-
dido en caja, para utilizarlos en compras personales, obteniendo un beneficio 
total de 8,06 euros. El Juzgado de lo Social desestimó la demanda y declaró la 
procedencia del despido. El TSJ del País Vasco estimó el recurso de suplicación 
y declaró el despido improcedente, aplicando la teoría gradualista al considerar 
desproporcionada la sanción.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que cuando un convenio colectivo tipi-
fica una determinada infracción como falta muy grave y asocia a ella el despido 
como sanción posible, y el empresario ha calificado correctamente la infracción y 
ha optado por una de las sanciones convencionalmente previstas, no cabe apli-
car criterios de modulación o gradualismo. La única excepción sería que el propio 
convenio previera criterios de proporcionalidad en la elección de la sanción, pero 
el convenio aplicable no contenía tal previsión.

Fallo. Estima el RCUD de la empresa, casa la sentencia del TSJ del País Vasco y 
confirma la del Juzgado de lo Social que había declarado la procedencia del des-
pido disciplinario. Sin costas.

Impugnación de convenio colectivo: nulidad parcial del plus de asistencia duran-
te IT en transporte sanitario.
	› STS, 01 de julio de 2026 - ROJ: STS 3235/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de impugnación del conve-
nio colectivo de transporte sanitario por carretera en ambulancia del País Vasco, 
solicitando que la situación de incapacidad temporal se considerase jornada 
efectivamente trabajada a efectos del cobro del plus de asistencia. El TSJ del País 
Vasco estimó parcialmente la demanda y declaró la nulidad parcial del art. 28 del 
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convenio, al considerarlo discriminatorio por no contemplar la IT para el cómputo 
del plus de asistencia.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que no existía discriminación por enfer-
medad, ya que no se trataba de una pérdida retributiva, sino de una falta de de-
vengo salarial durante un período de suspensión contractual por IT, situación sus-
tancialmente distinta. El plus de asistencia no se devenga durante períodos de IT 
porque la falta de retribución se suple con la prestación de seguridad social, en 
cuya base reguladora ya se incluyen los conceptos salariales correspondientes.

Fallo. Estima el recurso de casación ordinaria, casa la sentencia del TSJ del País 
Vasco y desestima la demanda del sindicato. Sin pronunciamiento en costas.

Conflicto colectivo: nulidad del calendario laboral por exceso de jornada e 
inexistencia de litispendencia con proceso anterior sobre calendario del año 
precedente.
	› STS, 07 de julio de 2026 - ROJ: STS 3237/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de conflicto colectivo con-
tra una empresa del sector siderometalúrgico de Bizkaia, impugnando el calen-
dario laboral de 2025 por fijar una jornada anual de 1.708 horas frente a las 1.688 
horas establecidas en convenio colectivo, por no respetar el procedimiento de 
negociación con la representación legal de los trabajadores y por no cumplir las 
previsiones sobre vacaciones. El TSJ del País Vasco estimó la demanda, declaró 
nulo el calendario de 2025 y condenó a la empresa a elaborar uno nuevo confor-
me al convenio. La empresa recurrió en casación alegando litispendencia.

Fundamentación jurídica. El TS recordó que la litispendencia requiere las mismas 
identidades que la cosa juzgada (subjetiva, objetiva y causal), sin que baste una 
mera conexión parcial. Concluyó que no existía identidad completa, dado que la im-
pugnación del calendario de 2025 incluía cuestiones nuevas no planteadas respecto 
al de 2024, y que cada anualidad exige un pronunciamiento judicial autónomo.

Fallo. Desestima el recurso de casación, confirma la sentencia del TSJ del País Vasco 
que declaró la nulidad del calendario laboral de 2025. Sin imposición de costas.

Conflicto colectivo: condición más beneficiosa consistente en BRM mínimo del 
0,35 en retribución variable de empresa tecnológica.
	› STS, 01 de julio de 2026 - ROJ: STS 3242/2026

Supuesto de hecho. Varios sindicatos interpusieron demanda de conflicto colec-
tivo contra una empresa tecnológica, solicitando la nulidad de una comunicación 
corporativa de enero de 2024 que fijaba un multiplicador de resultado de negocio 
(BRM) inferior al 35% para el cálculo de la retribución variable de dos unidades 
de negocio. La Audiencia Nacional estimó íntegramente la demanda, declaró nula 
la decisión empresarial y condenó a la empresa a abonar las diferencias retributi-
vas. La empresa interpuso recurso de casación.

Fundamentación jurídica. El TS confirmó la existencia de una condición más 
beneficiosa adquirida, reconocida ya por STS de 2010 y mantenida ininterrumpi-
damente desde 2013, sin que la negociación de un nuevo convenio colectivo ni 
las sucesivas transmisiones de empresa (art. 44 ET) hubieran suprimido dicho 
derecho. La empresa había respetado el BRM mínimo del 0,35 para todos los 
empleados desde 2013, incluso tras la homologación de condiciones derivada de 
los procesos de fusión.

Fallo. Desestima el recurso de casación, confirma la sentencia de la Audiencia 
Nacional que había declarado nula la decisión empresarial y reconocido el dere-
cho de los trabajadores a un BRM mínimo del 0,35. Sin imposición de costas.

Permisos retribuidos: los días adicionales por desplazamiento del convenio 
colectivo no se acumulan sobre los nuevos 5 días legales del art. 37.3 ET.
	› STS, 07 de julio de 2026 - ROJ: STS 3276/2026

Supuesto de hecho. El Comité Intercentros de una empresa gestora del ciclo inte-
gral del agua interpuso demanda de conflicto colectivo sobre el mantenimiento 
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de los tres días adicionales por desplazamiento en el permiso para cuidadores 
previsto en el art. 35.e) de su convenio colectivo. Tras la reforma del art. 37.3 ET 
por el RDL 5/2023, que elevó el permiso legal de 2 a 5 días suprimiendo la distin-
ción por desplazamiento, la empresa pasó a reconocer 5 días de permiso más 1 
día adicional si había desplazamiento (total 6 días), en lugar de los 8 días (5+3) 
que reclamaban los sindicatos. El TSJ de Galicia desestimó la demanda.

Fundamentación jurídica. El TS estableció que los permisos del art. 37.3 ET son 
derecho necesario relativo: el convenio puede mejorarlos pero no empeorarlos. 
Sin embargo, la regulación convencional se pactó bajo el antiguo régimen legal (2 
días ampliables a 4), y la ampliación sustancial a 5 días sin mención al desplaza-
miento implica que las mejoras convencionales anteriores no pueden aplicarse 
más allá de la mejora que incorporaban. El convenio no configura una mejora au-
tónoma desligada del art. 37.3 ET, sino una regulación de desarrollo del permiso 
estatutario entonces vigente, no un derecho adicional superpuesto a cualquier 
futura reforma.

Fallo. Desestima los recursos de casación interpuestos por el Comité Intercentros 
y los sindicatos recurrentes, confirmando la sentencia del TSJ de Galicia.

Cosa juzgada: eficacia del conflicto colectivo sobre reclamaciones individuales 
de prejubilados por beneficios sociales.
	› STS, 01 DE JULIO DE 2026 - ROJ: STS 3221/2026

Supuesto de hecho. Un trabajador jubilado que había prestado servicios para una 
empresa eléctrica desde 1986 hasta 1998, momento en que suscribió un acuerdo 
de prejubilación al amparo de un ERE, reclamó el mantenimiento de los benefi-
cios sociales en tarifas de suministro eléctrico tras la comunicación empresarial 
de diciembre de 2018 que suprimía dichos beneficios por pérdida de vigencia del 
IV Convenio Colectivo del Grupo. El Juzgado de lo Social estimó la excepción de 
cosa juzgada y desestimó la demanda. El TSJ de Madrid revocó la sentencia de 
instancia, desestimó la excepción de cosa juzgada y ordenó devolver las actua-
ciones al juzgado para que resolviese sobre el fondo.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que los pactos individuales de prejubi-
lación, aunque tienen naturaleza contractual, no constituyen contratos privados 
autónomos que regulen de forma singularizada los beneficios sociales al margen 
de las normas colectivas, sino que se remiten y vinculan directamente a los EREs 
y convenios colectivos objeto del conflicto. En consecuencia, los trabajadores 
prejubilados están sometidos al ámbito de afectación del conflicto colectivo, y 
la sentencia firme que lo resolvió despliega eficacia de cosa juzgada sobre los 
procesos individuales.

Fallo. Estima el RCUD, casa la sentencia del TSJ de Madrid y confirma la del 
Juzgado de lo Social que había apreciado la excepción de cosa juzgada y desesti-
mado la demanda.

Tiempo de trabajo: guardias de localización de conductores de ambulancia.
	› STS, 01 de julio de 2026 - ROJ: STS 3222/2026

Supuesto de hecho. Un conductor de ambulancia prestaba servicios desde 2009, 
adscrito a la modalidad de dispositivo de localización, con guardias de 24 horas 
seguidas de 48 horas de descanso, debiendo permanecer permanentemente 
localizable y próximo a la ambulancia para activarse de inmediato tras recibir 
un aviso del 112. El Juzgado de lo Social desestimó su demanda de reclamación 
de cantidad por horas extraordinarias. El TSJ de Castilla-La Mancha desestimó el 
recurso de suplicación y confirmó la sentencia de instancia, considerando que 
dicho periodo no podía calificarse como tiempo de trabajo.

Fundamentación jurídica. El TS aplicó la doctrina de la Directiva 2003/88/CE y la 
jurisprudencia del TJUE, así como la STS (Pleno) 159/2022, conforme a la cual el 
tiempo de trabajo se configura sobre dos elementos: el espacial (obligación de 
permanecer en un lugar determinado) y el temporal (tiempo breve de respuesta al 
llamamiento empresarial). Concluyó que, aunque no se exigiera la permanencia 
física del conductor en un centro concreto, el periodo de disponibilidad bajo la 
modalidad de dispositivo de localización constituye tiempo de trabajo, al estar 
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sometido a severas limitaciones que le impedían administrar libremente su 
tiempo personal.

Fallo. Estima el RCUD, casa la sentencia del TSJ de Castilla-La Mancha y esti-
ma la demanda del trabajador, con condena a la empresa al pago de horas 
extraordinarias.

Cosa juzgada: extensión a causahabientes de prejubilados en reclamación de 
beneficios sociales eléctricos.
	› STS, 01 DE JULIO DE 2026 - Roj: STS 3225/2026

Supuesto de hecho. Varias viudas de antiguos trabajadores de un grupo eléctrico, 
cuyos esposos habían prestado servicios desde la década de los años 40-60 y se 
habían acogido a expedientes de prejubilación mediante acuerdos individuales, 
reclamaron el mantenimiento de los beneficios sociales en tarifas de suministro 
eléctrico tras la comunicación empresarial de diciembre de 2018 que suprimía 
dichos beneficios por pérdida de vigencia del IV Convenio Colectivo Marco del 
Grupo. El Juzgado de lo Social desestimó la demanda al apreciar la excepción de 
cosa juzgada. El TSJ de Madrid estimó el recurso de suplicación, revocó la senten-
cia de instancia, desestimó la excepción y estimó la demanda.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que los pactos individuales de preju-
bilación no constituyen contratos privados autónomos que regulen de forma 
singularizada los beneficios sociales al margen de las normas colectivas, sino 
que se remiten y vinculan directamente a los EREs y convenios colectivos objeto 
del conflicto, careciendo de eficacia jurídica para sustituir el régimen colectivo 
por uno individual. En consecuencia, los trabajadores prejubilados y sus causa-
habientes están sometidos al ámbito de afectación del conflicto colectivo, y la 
sentencia firme que lo resolvió despliega eficacia de cosa juzgada.

Fallo. Estima el RCUD, casa la sentencia del TSJ de Madrid y confirma la del 
Juzgado de lo Social que había apreciado la excepción de cosa juzgada y desesti-
mado la demanda.

Cosa juzgada: eficacia del conflicto colectivo sobre reclamaciones individuales 
de viudas por beneficios sociales eléctricos (II).
	› STS, 01 DE JULIO DE 2026 - ROJ: STS 3216/2026

Supuesto de hecho. Varias viudas de antiguos trabajadores de un grupo eléctrico, 
cuyos esposos habían prestado servicios para distintas empresas del grupo y se 
habían acogido a expedientes de prejubilación para pasar después a jubilados, 
reclamaron el mantenimiento de los beneficios sociales tras la comunicación em-
presarial de 27 de diciembre de 2018 que suprimía dichos beneficios por pérdida 
de vigencia del IV Convenio Colectivo Marco del Grupo. El Juzgado de lo Social 
desestimó la demanda al apreciar la excepción de cosa juzgada. El TSJ de Madrid 
estimó el recurso de suplicación, revocó la sentencia de instancia, desestimó la 
excepción y estimó la demanda.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que los pactos individuales de preju-
bilación no constituyen contratos privados autónomos, sino que se limitan a 
instrumentar la adhesión del trabajador a condiciones colectivas de jubilación o 
prejubilación. Al perder vigencia el convenio colectivo, desaparece la fuente que 
constituía el origen de los derechos y obligaciones, sin que quepa invocar normas 
contractuales del Código Civil al no existir un contrato autónomo independiente.

Fallo. Estima el RCUD, casa la sentencia del TSJ de Madrid y confirma la del 
Juzgado de lo Social que había apreciado la excepción de cosa juzgada y desesti-
mado la demanda.

Despido colectivo: falta de proporcionalidad entre causa económica y extinción 
total de la plantilla.
	› STS, 01 de julio de 2026 - ROJ: STS 3064/2026

Supuesto de hecho. Una empresa del sector auxiliar del automóvil, que en 
febrero de 2024 adquirió las unidades productivas de otra empresa declarada en 
concurso, promovió un despido colectivo que afectó a la totalidad de su plantilla 
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de 48 trabajadores, alegando causas económicas y, subsidiariamente, producti-
vas. El periodo de consultas finalizó sin acuerdo. El TSJ del País Vasco desestimó 
la demanda de la empresa y declaró el despido colectivo no ajustado a derecho.

Fundamentación jurídica. El TS desestimó la alegación de indefensión por dene-
gación de prueba testifical, al concluir que no era trascendente para resolver la 
controversia. Igualmente rechazó los siete motivos de revisión fáctica, por basar-
se en prueba pericial inadmisible en casación ordinaria. Sobre el fondo, concluyó 
que, si bien existió una disminución de la cifra de negocio y de las ventas, dicha 
reducción podría justificar el despido de parte de la plantilla pero no la extinción 
de todos los contratos y el consiguiente cierre empresarial, al no haberse acredi-
tado la adecuada proporcionalidad entre la causa económica alegada y el número 
de extinciones acordadas.

Fallo. Desestima el recurso de casación ordinaria de la empresa, confirma la 
sentencia del TSJ del País Vasco que había declarado el despido colectivo no 
ajustado a derecho.

Laboralidad: encuestadores del CIS como personal laboral fijo discontinuo.
	› STS, 01 de julio de 2026 - ROJ: STS 3076/2026

Supuesto de hecho. Una trabajadora venía prestando servicios como encuesta-
dora para el Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) desde noviembre de 
2003, sin contrato escrito, totalizando 1.313 jornadas laborales. En septiembre 
de 2021 la trabajadora no recibió el correo electrónico para inscribirse en el 
barómetro mensual, lo que calificó como despido tácito. El Juzgado de lo Social 
estimó la demanda y declaró la improcedencia del despido. El TSJ de Andalucía 
(Sevilla) estimó el recurso de suplicación del CIS y declaró la inexistencia de 
relación laboral.

Fundamentación jurídica. El TS aplicó su doctrina consolidada (STS 
485/2023), conforme a la cual en la relación entre los encuestadores y el 
CIS concurren todos los requisitos esenciales del vínculo laboral. La nota de 
dependencia concurre al estar la trabajadora inserta en el ámbito de organiza-
ción y dirección del CIS. La nota de ajenidad resulta igualmente acreditada, al 
pertenecer los frutos del trabajo íntegramente al CIS y fijar este unilateralmen-
te la contraprestación.

Fallo. Estima parcialmente el RCUD, casa la sentencia del TSJ de Andalucía 
(Sevilla) y ordena a la Sala de suplicación dictar nueva sentencia en la que, asu-
miendo la existencia de relación laboral, resuelva los restantes motivos relativos 
a la existencia de despido y su calificación.

Contrato a tiempo parcial: presunción de jornada completa (art. 12.4.a ET) y 
prueba en contrario.
	› STS, 30 de junio de 2026 - ROJ: STS 3058/2026

Supuesto de hecho. Un trabajador con categoría de servicios auxiliares en una 
empresa de asistencia en tierra en aeropuertos tenía un contrato a tiempo parcial 
con una jornada del 56,25% de la jornada anual efectiva, que incluía un pacto 
de horas complementarias. El Juzgado de lo Social estimó la demanda y declaró 
el derecho del trabajador a que su contrato se entendiera celebrado a tiempo 
completo. El TSJ de Canarias (Las Palmas) estimó el recurso de suplicación de la 
empresa, revocó la sentencia de instancia y desestimó la demanda.

Fundamentación jurídica. El TS recordó que la presunción del art. 12.4.a) ET es 
iuris tantum y que, aunque la empresa hubiera incumplido la obligación formal, 
ello no transforma automáticamente el contrato en jornada completa si existe 
prueba de que efectivamente la prestación era a tiempo parcial. Concluyó que no 
existía contradicción con la sentencia de contraste, ya que en la sentencia recurri-
da constaba de forma clara la jornada efectivamente realizada por el trabajador, 
quedando desvirtuada la presunción.

Fallo. Desestima el RCUD por falta de contradicción y declara firme la sentencia 
del TSJ de Canarias (Las Palmas) que había desestimado la demanda.
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Conflicto colectivo: validez de acuerdo vacacional suscrito entre empresa y comi-
té de empresa.
	› STS, 07 de julio de 2026 - ROJ: STS 3070/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de conflicto colectivo 
contra una empresa de seguridad privada solicitando que se declarase nulo o 
injustificado el Acuerdo Vacacional para el periodo 2025/2026, al considerar que 
suponía una modificación sustancial de las condiciones de trabajo. El mandato 
del comité de empresa había finalizado en julio de 2019, sin que desde entonces 
se hubieran celebrado nuevas elecciones sindicales. El TSJ del País Vasco deses-
timó la demanda de conflicto colectivo.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que, al no constar acreditado cuál era el 
sistema de vacaciones previo al acuerdo impugnado, no podía determinarse si se 
había producido una modificación sustancial. Respecto a la alegada vulneración del 
convenio sectorial, señaló que el propio convenio remitía a la negociación entre la 
empresa y el comité de empresa la fijación del turno rotativo de disfrute de vacacio-
nes, sin establecer limitaciones o criterios que condicionasen dicha negociación.

Fallo. Desestima el recurso de casación ordinaria del sindicato, confirmando la senten-
cia del TSJ del País Vasco que había desestimado la demanda de conflicto colectivo.

Despido disciplinario: actividades durante IT por trastorno de ansiedad y falta de 
contradicción.
	› STS, 01 de julio de 2026 - ROJ: STS 3073/2026

Supuesto de hecho. Un trabajador con categoría de Máster Caddie prestaba ser-
vicios desde 2005 para una empresa del sector de instalaciones deportivas. Fue 
despedido por transgresión de la buena fe contractual, al haber realizado activida-
des de ayuda en un bar de hostelería durante al menos seis días mientras se encon-
traba en situación de incapacidad temporal por trastorno de ansiedad. El Juzgado 
de lo Social declaró el despido improcedente. El TSJ de Castilla y León (Burgos) 
desestimó el recurso de suplicación de la empresa y confirmó la improcedencia.

Fundamentación jurídica. El TS rechazó la alegación de incongruencia omisiva al 
constatar que la Sala de suplicación sí se pronunció sobre el motivo de derecho 
planteado. Sobre la procedencia del despido, apreció falta de contradicción con 
la sentencia de contraste, ya que en el caso enjuiciado las actividades del traba-
jador fueron esporádicas (seis días, meramente de ayuda) y sin que se acreditase 
perjuicio para su dolencia, mientras que en la referencial el trabajador había 
desarrollado jornadas completas de trabajo efectivo gestionando directamente 
un negocio.

Fallo. Desestima el RCUD, declarando firme la sentencia del TSJ de Castilla y León 
que había confirmado la improcedencia del despido. Impone costas a la empresa 
recurrente en 1.500 euros.

Conflicto colectivo: retribución variable (bonus) y nulidad de actuaciones por 
defecto en la demanda.
	› STS, 16 de junio de 2026 - ROJ: STS 3079/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de conflicto colectivo con-
tra tres empresas del grupo de un fabricante automovilístico, solicitando que se 
declarase no ajustada a derecho la decisión de no abonar la retribución variable 
(bonus) correspondiente al año 2023. La Audiencia Nacional estimó la excep-
ción de defecto legal en el modo de proponer la demanda, decretó la nulidad de 
actuaciones y ordenó su retroacción para subsanación.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que la sentencia de instancia, al decretar 
la nulidad de actuaciones, no producía gravamen alguno a la empresa recurrente, 
ya que esta había visto estimada la excepción procesal por ella misma alegada. 
Todos los contenidos fácticos y jurídicos quedaron sin efecto por la propia decla-
ración de nulidad, por lo que los motivos de casación carecían de objeto.

Fallo. Desestima el recurso de casación de la empresa, confirmando la sentencia 
de la Audiencia Nacional que había decretado la nulidad de actuaciones.
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Discriminación por razón de edad en despido colectivo: tutela de derechos fun-
damentales como cauce adecuado.
	› STS, 01 de julio de 2026 - ROJ: STS 3077/2026

Supuesto de hecho. Una entidad bancaria tramitó un despido colectivo que 
culminó con un acuerdo con la representación legal de los trabajadores, fijan-
do diferentes indemnizaciones y coberturas según la edad de los afectados. 
Un trabajador de 52 años se adhirió voluntariamente y fue despedido con una 
indemnización total de 247.786,93 euros. Al considerar que los trabajadores de 
54 o más años recibieron condiciones más favorables, interpuso demanda de 
tutela de derechos fundamentales por discriminación por razón de edad. El TSJ de 
Andalucía (Sevilla) declaró la discriminación y condenó a la empresa al pago de 
diferencias indemnizatorias y daños morales.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que la sentencia recurrida desestimó 
tácitamente la alegación de la empresa sobre el finiquito. Sobre la inadecuación 
de procedimiento, declaró que el proceso de tutela fue el cauce adecuado, ya 
que el trabajador no impugnaba el despido sino que reclamaba la reparación 
autónoma de la discriminación por edad contenida en la cláusula indemnizatoria 
del acuerdo colectivo. Resultaba inaplicable el plazo de caducidad de veinte días 
del art. 59.3 ET.

Fallo. Desestima el RCUD de la empresa, confirmando la sentencia del TSJ de 
Andalucía (Sevilla) que había declarado la discriminación por razón de edad. 
Impone costas en 1.500 euros.

Jornada especial de verano: inexistencia de condición más beneficiosa en socie-
dad mercantil pública.
	› STS, 07 de julio de 2026 - ROJ: STS 3065/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de conflicto colectivo 
contra una empresa pública de radiodifusión autonómica, solicitando la nulidad 
de la modificación sustancial de condiciones de trabajo consistente en reducir la 
duración de la jornada especial de verano. El TSJ de Canarias estimó parcialmente 
la demanda, declaró nula la modificación y condenó a la empresa a reponer a los 
trabajadores en sus anteriores condiciones.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que la empresa, como sociedad mercan-
til pública, concedía la reducción de jornada de verano de manera temporal y no 
indefinida, año a año, cuando las condiciones del servicio lo permitían, lo que 
constituye un claro indicio de voluntad de mejora limitada en el tiempo, sin que 
pueda considerarse condición más beneficiosa. Además, la reducción de jornada 
estival carecía de la preceptiva autorización del Gobierno de Canarias exigida por 
las leyes de presupuestos autonómicos.

Fallo. Estima el recurso de casación ordinaria de la empresa, casa la sentencia del 
TSJ de Canarias y desestima la demanda del sindicato.

Impugnación de convenio colectivo: pérdida sobrevenida del objeto litigioso por 
nuevo convenio.
	› STS, 01 de julio de 2026 - ROJ: STS 3080/2026

Supuesto de hecho. Una asociación patronal catalana del sector de restaura-
ción colectiva interpuso demanda de impugnación de convenio colectivo ante 
la Audiencia Nacional, solicitando la nulidad del art. 9.2 y de la Disposición 
Adicional 2.ª del Convenio Colectivo Estatal de Restauración Colectiva. Durante 
la tramitación del pleito, se suscribió un nuevo convenio estatal que modificó la 
redacción de los preceptos impugnados. La Audiencia Nacional estimó la excep-
ción de falta de acción por pérdida sobrevenida del objeto litigioso y desestimó la 
demanda sin entrar al fondo.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que la inclusión en el nuevo convenio 
de 2025 de la mención expresa al respeto de los arts. 84.3, 4 y 5 ET implicaba un 
reconocimiento integral de las reglas de concurrencia y prioridad aplicativa de 
los convenios autonómicos, alterando sustancialmente el debate inicialmente 
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planteado. El reproche de ilegalidad inicialmente formulado quedó desprovisto 
de sustrato material.

Fallo. Desestima el recurso de casación de la asociación patronal, confirmando 
la sentencia de la Audiencia Nacional que había desestimado la demanda por 
pérdida sobrevenida del objeto litigioso.

Nulidad de convenio colectivo: exclusión de asociación patronal legitimada de la 
mesa negociadora.
	› STS, 24 de junio de 2026 - ROJ: STS 3038/2026

Supuesto de hecho. Una asociación patronal de ámbito estatal del sector de 
panadería, bollería y pastelería interpuso demanda de impugnación del Convenio 
Colectivo del Sector de Fábricas de Pan de la Comunidad de Madrid, solicitando 
su nulidad e ilegalidad. El TSJ de Madrid desestimó la demanda.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que el ámbito funcional del convenio 
abarcaba tanto la fabricación de productos frescos de panadería como el comer-
cio al por menor, y que ninguna de las dos asociaciones en liza acreditó represen-
tatividad suficiente para ostentar legitimación negocial inicial. La exclusión de un 
sujeto legitimado de la mesa negociadora constituye una vulneración del derecho 
a la negociación colectiva que acarrea la nulidad del convenio.

Fallo. Estima el recurso de casación, casa la sentencia del TSJ de Madrid y declara 
la nulidad del Convenio Colectivo del Sector de Fábricas de Pan de la Comunidad 
de Madrid.

Teletrabajo y personas con discapacidad: necesidad de consentimiento indivi-
dual para modificar porcentaje de presencialidad (art. 8.1 LTD).
	› STS, 01 de julio de 2026 - ROJ: STS 3071/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de conflicto colectivo 
contra un grupo de empresas del sector de asistencia en carretera, impugnando 
como modificación sustancial la decisión empresarial de reducir, desde enero de 
2025, el porcentaje de teletrabajo de las personas con discapacidad reconocida 
del 100% al 75% de la jornada. La Audiencia Nacional estimó la demanda y decla-
ró la nulidad de la medida.

Fundamentación jurídica. El TS declaró que en materia de teletrabajo rige como 
ley especial la LTD, cuyo art. 8.1 exige que la modificación del porcentaje de 
presencialidad sea objeto de acuerdo individual por escrito con cada trabajador, 
sin que pueda imponerse unilateralmente por la vía del art. 41 ET. No obstante, 
la modificación impuesta a los trabajadores que no dieron su consentimiento 
individual es contraria a Derecho por infracción del régimen específico de la LTD, 
no como modificación sustancial colectiva.

Fallo. Estima parcialmente el recurso de casación, casa la sentencia de la 
Audiencia Nacional y declara la nulidad de la alteración del porcentaje de presen-
cialidad únicamente respecto de los trabajadores con discapacidad que no hayan 
dado su consentimiento individual.

Libertad sindical: obligación empresarial de entregar documentación a delega-
dos sindicales de forma proactiva.
	› STS, 24 de junio de 2026 - ROJ: STS 2920/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de tutela de derechos fun-
damentales contra una empresa del sector de externalización de procesos (BPO), 
solicitando múltiples medidas relativas a medios materiales, reconocimiento de 
delegados sindicales y entrega de información. La Audiencia Nacional estimó 
parcialmente la demanda, declaró vulnerado el derecho de libertad sindical y 
condenó a la empresa a entregar a los delegados sindicales la misma información 
y documentación que a los comités de empresa.

Fundamentación jurídica. El TS consideró que el art. 10.3.1.º LOLS reconoce el 
derecho de los delegados sindicales a acceder a la misma información y docu-
mentación que el comité de empresa, y el art. 64 ET establece expresamente 
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los plazos de entrega. Concluyó que la empresa tiene una obligación positiva y 
directa de informar y entregar la documentación en los plazos legalmente esta-
blecidos, sin que dicha obligación se desencadene solo tras la solicitud de los 
representantes.

Fallo. Desestima el recurso de casación de la empresa, confirmando la sentencia 
de la Audiencia Nacional.

Garantía de indemnidad: nulidad del despido tras disconformidad de la trabaja-
dora con cambio de jornada.
	› STS, 23 de junio de 2026 - ROJ: STS 2919/2026

Supuesto de hecho. Una trabajadora con funciones de peluquera canina en 
una clínica veterinaria mantuvo una conversación con el empresario en la que 
este pretendía convencerla de realizar algunas horas los sábados, sin lograr su 
conformidad. Seis días después se le notificó carta de despido disciplinario con 
reconocimiento de improcedencia. El Juzgado de lo Social declaró la improceden-
cia del despido. El TSJ de Andalucía (Sevilla) estimó el recurso de suplicación, 
declaró la nulidad del despido, condenó al empresario a la readmisión inmediata 
con abono de salarios de tramitación y a una indemnización de 6.251 euros por 
daños.

Fundamentación jurídica. El TS aplicó su doctrina consolidada conforme a la cual 
la garantía de indemnidad protege al trabajador no solo tras la presentación de 
una demanda judicial, sino también frente a represalias por actos previos, prepa-
ratorios o instrumentales dirigidos a reclamar derechos, incluidas reclamaciones 
internas y muestras claras de disconformidad. La trabajadora aportó indicio sufi-
ciente de vulneración y la empresa no logró destruir dicho indicio, limitándose a 
reconocer la improcedencia sin acreditar causa real.

Fallo. Desestima el RCUD de la empresa, confirmando la sentencia del TSJ de 
Andalucía (Sevilla) que había declarado la nulidad del despido. Impone costas en 
1.500 euros.

Prescripción de la acción: modificación sustancial del sistema de retribución 
variable (bonus) comunicada a los comités de empresa.
	› STS, 16 de junio de 2026 - ROJ: STS 2917/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato del sector industrial interpuso demanda de 
conflicto colectivo contra una empresa farmacéutica, solicitando que se decla-
rase injustificada la modificación sustancial de condiciones de trabajo consis-
tente en el cambio del sistema de cálculo de la retribución variable (bonus). La 
empresa había informado del nuevo sistema a los comités de empresa en junio y 
julio de 2022, pero la demanda no se interpuso hasta julio de 2024. La Audiencia 
Nacional acogió la excepción de prescripción y desestimó la demanda.

Fundamentación jurídica. El TS aplicó su doctrina conforme a la cual, cuando la 
empresa no sigue el procedimiento del art. 41 ET, no opera el plazo de caducidad 
de 20 días si no ha habido notificación fehaciente, pero sí resulta aplicable el 
plazo de prescripción de un año del art. 59.2 ET. Al haberse comunicado el nuevo 
sistema en junio y julio de 2022, la acción había prescrito al interponerse la 
demanda en julio de 2024.

Fallo. Desestima el recurso de casación del sindicato, confirmando la sentencia 
de la Audiencia Nacional que había desestimado la demanda por prescripción.

MSCT justificada: productividad, jornada y nuevos perfiles profesionales en 
empresa de terapias respiratorias domiciliarias.
	› STS, 23 de junio de 2026 - ROJ: STS 2921/2026

Supuesto de hecho. Varios sindicatos interpusieron demandas acumuladas de 
conflicto colectivo ante la Audiencia Nacional contra una empresa del sector de 
gases medicinales y terapias respiratorias domiciliarias, solicitando la nulidad 
o la declaración de injustificada de una MSCT relativa al régimen de productivi-
dad, jornada, horario y definición de nuevos perfiles profesionales. La medida 
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afectaba a 359 de los 704 trabajadores adscritos a la línea de negocio. La 
Audiencia Nacional desestimó las demandas y calificó la MSCT como justificada.

Fundamentación jurídica. El TS descartó la vulneración de derechos fundamen-
tales al concluir que no cabía deducir indicio alguno de que la empresa hubiera 
actuado con ánimo lesivo. En cuanto a la buena fe negocial, concluyó que la 
empresa actuó con transparencia. Sobre la concurrencia de causas productivas, 
confirmó la existencia de una necesidad real y contrastada, respaldada por un 
informe técnico, y que las medidas eran razonablemente adecuadas.

Fallo. Desestima los recursos de casación ordinaria de los sindicatos, confir-
mando la sentencia de la Audiencia Nacional que había calificado la MSCT como 
justificada.

Competencia funcional: irrecurribilidad en suplicación de MSCT individual aun-
que se reclame cantidad.
	› STS, 24 de junio de 2026 - ROJ: STS 2931/2026

Supuesto de hecho. Un trabajador excluido del convenio colectivo de una em-
presa petrolera solicitó su reincorporación al ámbito del convenio. La empresa 
le asignó provisionalmente un nivel salarial 7A con las tablas de 2019 y, poste-
riormente, regularizó la nómina asignándole un nivel 8A inferior, descontándole 
4.855,73 euros. El Juzgado de lo Social desestimó la demanda y el TSJ de Galicia 
confirmó la sentencia en suplicación.

Fundamentación jurídica. El TS examinó de oficio la falta de competencia funcio-
nal de la Sala del TSJ. Aplicando la doctrina del Pleno (STS 556/2023), declaró 
que no cabe recurso de suplicación frente a sentencias recaídas en la modali-
dad procesal de MSCT de carácter individual, aunque se reclame una cantidad 
superior a 3.000 euros. La reclamación de cantidad constituye la consecuencia 
inherente a la declaración de la MSCT como injustificada.

Fallo. Aprecia de oficio la falta de competencia funcional del TSJ de Galicia, casa 
su sentencia y declara la firmeza de la sentencia del Juzgado de lo Social.

Libertad sindical: reconocimiento de la sección sindical como interlocutor nego-
ciador en materia de horario y vacaciones.
	› STS, 16 de junio de 2026 - ROJ: STS 2736/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de tutela de derechos fun-
damentales contra una correduría de seguros, solicitando que se declarase vulne-
rado el derecho de libertad sindical en su vertiente de negociación colectiva. La 
empresa se negó reiteradamente a reconocer a la sección sindical como interlo-
cutor válido para negociar en materia de horario y vacaciones a nivel de empresa. 
La Audiencia Nacional estimó parcialmente la demanda, declaró vulnerada la 
libertad sindical y condenó a la empresa a cesar en la conducta y a abonar 1.500 
euros de indemnización.

Fundamentación jurídica. El TS determinó que la “legislación específica” a la que 
remite el art. 8.2 LOLS no se limita a la negociación de convenios estatutarios, 
sino que incluye también las materias que el propio convenio colectivo reserva 
a la negociación entre la empresa y la representación legal de los trabajadores. 
Dado que el convenio sectorial equiparaba a los delegados sindicales con los 
representantes legales, la sección sindical estatal tenía plena legitimación para 
negociar.

Fallo. Desestima el recurso de casación y confirma la sentencia de la Audiencia 
Nacional que declaró vulnerada la libertad sindical. Impone costas en 1.500 euros.

Libertad sindical: acceso de sección sindical a lista de distribución de correo 
electrónico en periodo electoral.
	› STS, 16 de junio de 2026 - ROJ: STS 2779/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de tutela de libertad 
sindical contra un departamento de la administración autonómica, solicitando 
el acceso a una lista de distribución de correo electrónico del personal laboral. El 
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TSJ de Cataluña estimó la demanda, declaró vulnerada la libertad sindical, anuló 
la resolución denegatoria, ordenó facilitar el acceso y condenó a indemnizar con 
7.501 euros.

Fundamentación jurídica. El TS recordó que la jurisprudencia ha extendido la obli-
gación de facilitar el flujo informativo sindical al uso de instrumentos electrónicos 
ya existentes. La negativa injustificada a permitir el uso del correo electrónico 
preexistente constituye conducta antisindical. En el caso concreto, la lista de dis-
tribución ya existía y era utilizada por otras secciones sindicales, y la solicitud se 
enmarcaba en un proceso electoral, por lo que denegar el acceso suponía situar 
al sindicato en desigualdad. La protección de datos no era obstáculo, al estar el 
tratamiento amparado por el art. 6.1.c) del RGPD.

Fallo. Desestima el recurso de casación de la administración autonómica. 
Confirma la sentencia del TSJ de Cataluña. Impone costas en 1.500 euros.

Plan de igualdad unilateral: validez en supuestos de bloqueo negocial imputable 
a la parte social.
	› STS, 17 de junio de 2026 - ROJ: STS 2746/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de tutela de derechos funda-
mentales y conflicto colectivo contra una empresa del sector tecnológico, solicitan-
do la nulidad del II Plan de Igualdad registrado unilateralmente por la empresa sin 
acuerdo con la representación sindical. Se habían celebrado catorce reuniones en 
ocho meses sin alcanzarse acuerdo. La Audiencia Nacional desestimó la demanda.

Fundamentación jurídica. El TS aplicó su doctrina según la cual solo de manera muy 
excepcional (bloqueo negocial reiterado e imputable a la contraparte, negativa a ne-
gociar o ausencia de órganos representativos) puede aceptarse un plan de igualdad 
unilateral. Concluyó que concurrían esas circunstancias excepcionales, al haberse 
acreditado una verdadera negociación por parte de la empresa durante ocho meses 
con actitud proactiva, siendo la situación de bloqueo imputable a la parte social.

Fallo. Desestima el recurso de casación del sindicato, confirmando la sentencia 
de la Audiencia Nacional.

Despido colectivo en empresa de salones de belleza: ajustado a derecho pese a 
documentación incompleta.
	› STS, 23 de junio de 2026 - ROJ: STS 2745/2026

Supuesto de hecho. Una comisión representativa de los trabajadores de una em-
presa de salones de belleza y peluquería interpuso demanda de impugnación de 
despido colectivo solicitando su nulidad. La empresa, con 9 trabajadores, proce-
dió al despido de toda la plantilla, alegando causas económicas. Se encontraba 
en causa de disolución, con patrimonio neto negativo, y fue posteriormente de-
clarada en concurso sin masa. El TSJ de Andalucía (Sevilla) desestimó la demanda 
y declaró ajustado a derecho el despido colectivo.

Fundamentación jurídica. El TS señaló que las conclusiones y valoraciones jurídicas 
del informe de la Inspección no gozan de presunción de certeza. En cuanto a la 
documentación, si bien fue reconocida como incompleta, se consideró suficiente 
atendiendo a las circunstancias del caso (PYME en causa de disolución con concurso 
sin masa). Respecto de la buena fe negocial, concluyó que la empresa cumplió con 
sus obligaciones, ya que la grave situación económica hacía inviables alternativas.

Fallo. Desestima el recurso de casación ordinaria, confirmando la sentencia del 
TSJ de Andalucía (Sevilla) que había declarado ajustado a derecho el despido 
colectivo.

Impugnación de convenio colectivo: nocturnidad del personal de conducción 
ferroviaria y ausencia de discriminación.
	› STS, 16 de junio de 2026 - ROJ: STS 2737/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato del sector ferroviario interpuso demanda de 
impugnación parcial de convenio colectivo contra las empresas del Grupo Renfe, 
solicitando la nulidad de la eliminación del plus de nocturnidad para las primeras 
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700 horas nocturnas del personal de conducción, integrado en el componente fijo 
retributivo del Acuerdo de Desarrollo Profesional. La Audiencia Nacional desesti-
mó la demanda.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que el nuevo sistema retributivo supuso 
la eliminación de la retribución específica del trabajo nocturno mediante el plus 
de nocturnidad hasta la hora 700, quedando integrada en el componente fijo, y 
que solo a partir de la hora 700 se producía compensación específica mediante 
tiempo de descanso. Ello resulta conforme al art. 36.2 ET. En cuanto a la alegada 
discriminación, no se trataba de una conducta empresarial sino del contenido de 
un convenio, y la Constitución no consagra un derecho a la desigualdad de trato.

Fallo. Desestima el recurso de casación ordinaria del sindicato, confirmando la 
sentencia de la Audiencia Nacional.

Libertad sindical: derecho del sindicato mayoritario a proponer miembros de 
Tribunales de Selección.
	› STS, 23 de junio de 2026 - ROJ: STS 2740/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de tutela de derechos 
fundamentales contra Patrimonio Nacional, alegando vulneración de la libertad 
sindical por negarse a aceptar su propuesta de designación de los miembros de 
los Tribunales de Selección, a pesar de contar con el 71% de la representación 
social. La Audiencia Nacional desestimó la demanda.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que el funcionamiento democrático 
de los órganos de representación obliga a que, cuando no exista consenso, no 
prevalezca la voluntad de dos sindicatos minoritarios sobre la del mayoritario. 
La conducta de los sindicatos minoritarios y del organismo público, al aceptar 
parcialmente la propuesta minoritaria pese al informe contrario de la Abogacía 
del Estado, vulneró la libertad sindical del sindicato demandante.

Fallo. Estima el recurso de casación, casa la sentencia de la Audiencia Nacional, 
declara la conducta contraria a la libertad sindical, ordena el cese del comporta-
miento antisindical y condena al pago de 6.000 euros de indemnización.

Despido colectivo: nulidad de actuaciones por defecto en la citación de las em-
presas demandadas.
	› STS, 16 de junio de 2026 - ROJ: STS 2735/2026

Supuesto de hecho. Una trabajadora, delegada de personal, interpuso demanda 
de despido colectivo contra una empresa del sector tecnológico vinculada a un 
grupo multinacional. El despido afectó a 10 trabajadores de una plantilla de 39 
y se alegaron causas organizativas y productivas. Todas las empresas demanda-
das fueron citadas mediante correo certificado, pero ninguna compareció al acto 
de juicio. El TSJ de Galicia estimó la demanda y declaró la nulidad del despido 
colectivo.

Fundamentación jurídica. El TS constató que en los acuses de recibo de las 
notificaciones postales no se había consignado la relación del receptor con las 
empresas destinatarias, dato exigido expresamente por el art. 56.3 LRJS. La omi-
sión constituye un incumplimiento que pone en peligro los derechos de defensa, 
especialmente cuando se trata de una empresa real y activa cuya incomparecen-
cia afectó a todos los codemandados.

Fallo. Estima el recurso de casación, casa la sentencia del TSJ de Galicia, decreta 
la nulidad de lo actuado y retrotrae las actuaciones para garantizar la correcta 
citación de las demandadas.

Excedencia voluntaria: derecho preferente de reingreso cuando la empresa con-
trata a terceros tras la solicitud.
	› STS, 16 de junio de 2026 - ROJ: STS 2734/2026

Supuesto de hecho. Un trabajador con categoría de Conductor Mecánico dis-
frutó de excedencia voluntaria durante cinco años. Solicitó el reingreso, pero la 
empresa comunicó que no existían vacantes. Sin embargo, tras dicha solicitud la 
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empresa transformó en indefinidos los contratos de al menos tres trabajadores 
temporales, suscribió 13 contratos temporales y 33 contratos fijos discontinuos, 
todos de idéntica categoría. El Juzgado de lo Social y el TSJ de Castilla y León 
reconocieron el derecho del trabajador a reingresar.

Fundamentación jurídica. El TS recordó que el art. 46.5 ET configura un derecho 
preferente condicionado a la existencia de vacantes. Cuando la cobertura de pla-
zas se produce después de la solicitud de reingreso, juega el derecho preferente 
del excedente, sin que se pierda por el hecho de que la conversión de contratos 
temporales derive de compromisos colectivos. Las numerosas contrataciones evi-
denciaban necesidades de servicio estructurales en la categoría del reclamante.

Fallo. Desestima el RCUD de la empresa, confirmando la sentencia del TSJ de Castilla 
y León que reconocía el derecho a reingresar. Impone costas en 1.800 euros.

Ámbito de aplicación de convenio colectivo de grupo: exclusión de empresa filial 
no incluida nominativamente.
	› STS, 17 de junio de 2026 - ROJ: STS 2741/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato ferroviario interpuso demanda de conflicto 
colectivo solicitando que se declarase el derecho de los trabajadores de Logirail 
(filial del grupo Renfe) a que se les aplicase el III Convenio Colectivo del Grupo 
Renfe. Logirail disponía de su propio convenio colectivo. La Audiencia Nacional 
desestimó la demanda.

Fundamentación jurídica. El TS concluyó que la cláusula 1.ª del III Convenio 
Colectivo del Grupo Renfe enumera nominativa y taxativamente las empresas a 
las que se aplica, sin incluir a Logirail. La cláusula 2.ª no puede extenderse a una 
empresa no incluida en el ámbito definido por el propio convenio. No quedó acre-
ditado que Logirail conformase un grupo laboral con las restantes sociedades, al 
actuar como empresa diferenciada con representación legal y convenio propios.

Fallo. Desestima el recurso de casación, confirmando la sentencia de la Audiencia 
Nacional.

Plus de nocturnidad: módulo de cálculo sobre tiempo de trabajo efectivo y no 
sobre salario anualizado.
	› STS, 17 de junio de 2026 - ROJ: STS 2776/2026

Supuesto de hecho. El Comité de Empresa de una empresa de restauración inter-
puso demanda de conflicto colectivo solicitando que se reconociese el derecho 
de los trabajadores a percibir el plus de nocturnidad conforme a un cálculo ba-
sado en el salario anualizado dividido entre la jornada anual. El TSJ de Cataluña 
estimó parcialmente la demanda, declarando contrario al convenio el modo de 
cálculo de la empresa.

Fundamentación jurídica. El TS aplicó su doctrina conforme a la cual, cuando 
el convenio no concreta la base de cálculo, debe operarse sobre el tiempo de 
trabajo efectivo, descontando los días retribuidos en que no se trabaja (salario 
mensual dividido entre 30 días y luego entre 8 horas). El plus de nocturnidad, al 
ser un complemento funcional no consolidable que retribuye exclusivamente las 
horas efectivamente trabajadas en periodo nocturno, no se devenga en días de 
descanso ni festivos.

Fallo. Estima el recurso de casación ordinaria de la empresa, casa en parte la 
sentencia del TSJ de Cataluña y desestima la demanda en su integridad.

Vacaciones y asuntos propios de socorristas: inexistencia de condición más 
beneficiosa derivada de convenio colectivo.
	› STS, 16 de junio de 2026 - ROJ: STS 2789/2026

Supuesto de hecho. Un sindicato interpuso demanda de conflicto colectivo 
contra una entidad humanitaria, solicitando la reposición de 33 días naturales 
de vacaciones y 5 días de asuntos propios del personal de servicio de playas 
(socorristas) como condición más beneficiosa. El TSJ de Canarias desestimó la 
demanda.
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Fundamentación jurídica. El TS recordó su doctrina consolidada según la cual 
la condición más beneficiosa requiere una voluntad empresarial inequívoca de 
mejora que se incorpore al nexo contractual, no bastando la mera repetición o 
persistencia en el tiempo. Concluyó que la empresa se limitó a aplicar la norma 
convencional vigente en cada momento, sin voluntad de establecer condiciones 
más beneficiosas. Reiteró además que el convenio colectivo no es fuente de con-
diciones más beneficiosas, al tratarse de una norma y no de un acto de voluntad 
empresarial.

Fallo. Inadmite el recurso del sindicato codemandado por falta de legitimación 
activa. Desestima el recurso de casación del sindicato demandante, confirmando 
la sentencia del TSJ de Canarias.

Teletrabajo: irrecurribilidad en suplicación de MSCT individual sobre condición 
más beneficiosa.
	› STS, 10 de junio de 2026 - ROJ: STS 2688/2026

Supuesto de hecho. Dos trabajadoras con categoría de “quality executive” 
prestaban servicios para una empresa de reservas de alojamientos, comenzando 
a teletrabajar desde marzo de 2020 con motivo de la pandemia de COVID-19. 
Posteriormente, la empresa fue adquirida por un grupo multinacional. En junio de 
2023 se alcanzó un acuerdo con la representación legal de los trabajadores para 
establecer un modelo de teletrabajo híbrido (50% presencial y 50% a distan-
cia). El Juzgado de lo Social desestimó la demanda por falta de acción. El TSJ de 
Cataluña desestimó el recurso de suplicación, declarando la sentencia irrecurri-
ble por razón de la materia.

Fundamentación jurídica. El TS aplicó la doctrina de la STS 556/2023 (Pleno), 
conforme a la cual no cabe recurso de suplicación frente a sentencia recaída en 
MSCT de carácter individual, aunque incorpore reclamación de cuantía superior 
a 3.000 euros. Se descartó igualmente que la sentencia fuera recurrible por afec-
tación a derechos fundamentales, al no existir referencia alguna a vulneración de 
derecho fundamental en la demanda. Tampoco se apreció afectación general a un 
numeroso grupo de trabajadores.

Fallo. Desestima el RCUD y confirma la sentencia del TSJ de Cataluña.
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